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“El Tribunal no debe obsesionarse nunca por el eco de sus resoluciones, ni ha de buscar el aplauso, ni ha de huir de la censura, porque en una sociedad democrática, dotada de las libertades que el propio Tribunal ampara, siempre habrá, en cada caso, ante cada sentencia no rutinaria, aplausos y censuras, sea cual sea la intensidad relativa de unos y otros, y sean quienes sean en cada ocasión los conformes y los disconformes.” (((

“El Tribunal hablará a través de sus fallos y no hará declaraciones que no sean 
constitucionales. Estará atento a las inquietudes políticas y sociales que tengan 
relación con su labor, pero no aceptará presiones interesadas ni críticas subjetivas. 

Se colocará por encima de las pasiones, de las rencillas parroquiales y de los 
intereses subalternos.” ((((
Nota Preliminar acerca de la situación actual del 

Tribunal Constitucional en Bolivia.
 

Introducción.-


Hablar de Justicia Constitucional en Bolivia -en esta hora tan aflictiva y lamentable por la que atraviesa el acéfalo Tribunal Constitucional Boliviano (debido a que actualmente se encuentra mermado en su composición, e inhabilitado por falta de quórum, para ejercer legítimamente y con plenitud las atribuciones que la propia Constitución y la ley respectiva le han conferido), mismo que ha sido desmembrado y atacado principalmente por el capricho irracional, la torpeza desmedida y la mala voluntad del gobernante de turno y sus seguidores, quienes dirigiendo sus esfuerzos hacia la desacreditación de ésta institución durante el año 2007, se han empeñado en imponer sus propias decisiones y su propia voluntad, sin considerar que con dicha actitud arbitraria tan solamente han conseguido crear una situación de riesgo y crisis de la democracia boliviana, y todo ello lo han hecho desproporcionadamente, aún a costa de la seguridad jurídica de la ciudadanía y la estabilidad de las instituciones democráticas que, como éste Tribunal y sus miembros, han sido víctimas de una especie de dictadura democrática por parte del autodenominado gobierno del pueblo, que por cierto además tiene como un slogan de sus actuaciones, la mal denominada “revolución democrático cultural” que hasta ahora, solamente ha puesto en serio riesgo la vida democrática de nuestro país-; contexto éste que a primera vista pareciera presentarse como un tema no muy agradable de abordar, y en su caso, talvez algunos otros preferirán no mencionar siquiera dicha situación, por cuanto ahora se ha constituído en uno más de los muchos motivos -además de la corrupción y la retardación de justicia- que nos acongojan y avergüenzan a los bolivianos cuando se hace referencia a la situación actual del Poder Judicial en Bolivia, del cual, impropiamente por cierto, forma parte el mencionado Tribunal.

Sin embargo, y no obstante de lo dicho anteriormente, consideramos también que es precisamente en momentos críticos como éste, en que se deben analizar y evaluar en la medida de las humanas posibilidades, los aportes significativos de mayor incidencia en la democracia boliviana que hasta el presente haya brindado el Tribunal Constitucional a través de sus Resoluciones, que siempre conllevaron la finalidad de -a través de sus actividades estrictamente jurisdiccionales- consolidar un Estado Democrático de Derecho que sea respetuoso de los derechos fundamentales y garantías constitucionales de sus ciudadanos; y así también se deben revisar y examinar nuevamente, para subsanar de la mejor manera posible, todos aquellos errores u omisiones en que se pudieron haber incurrido tanto en el momento de su implementación, como también durante el desarrollo de sus labores propiamente jurisdiccionales, que desde su inicio, y en razón de los enormes vínculos y efectos políticos de sus resoluciones, durante todo éste tiempo hasta el presente, han causado tantas y variadas repercusiones, así como también han sido objeto de polémica constante en nuestro país, y en consecuencia todo ello se ha constituido en la razón principal de la afrenta constante sufrida por el Tribunal Constitucional, de parte de las autoridades públicas y de todos aquellos que de acuerdo a la coyuntura del momento, no estuvieron de acuerdo con sus decisiones y muchas veces inclusive se resistieron a dar cumplimiento a dichos pronunciamientos judiciales. 

Por todo lo cual, agradecemos infinitamente la oportunidad de recibir mayores conocimientos y criterios doctrinales uniformes, que nos ha podido brindar uno de los eminentes constitucionalistas bolivianos, distinguido ex-magistrado del Tribunal Constitucional, y profesor nuestro, Dr. José Antonio Rivera Santivañez, a quien le estaremos profundamente agradecidos por habernos dedicado algunas horas de su valioso tiempo, para compartir, por medio de su muy clara y amena exposición del Módulo correspondiente a las Sentencias en la Jurisdicción Constitucional, algunos temas constitucionales que son de su amplio conocimiento y dominio, y que también eran de necesaria difusión entre nosotros, dentro de ésta Especialidad en Derecho Constitucional auspiciada por la Universidad Mayor de San Andrés de La Paz; asimismo -particularmente por inquietud académica- también es de grata satisfacción poder investigar y desarrollar el tema de las Sentencias Constitucionales y su modulación en la Jurisprudencia del Tribunal Constitucional Boliviano, sobre la base de la valiosa doctrina esbozada por nuestro destacado profesor -tanto en aulas como también en cada una de las publicaciones suyas a las que hemos tenido fácil acceso por su amplia difusión a nivel nacional-, cuyo análisis se lo realizará a través de la doctrina del Derecho Procesal Constitucional expuesta y difundida -vía internet- por diferentes profesores latinoamericanos especialistas en el tema, así como también a través de la jurisprudencia de carácter vinculante emanada del meritorio y destacado Tribunal Constitucional.  


Para fines consiguientes, que mejor coadyuven a la comprensión del presente trabajo, se ha dividido el mismo en diferentes partes: así, iniciamos el estudio, haciendo una breve y necesaria referencia al status quaestionis de la Justicia Constitucional en Bolivia respecto de su configuración en la Constitución Política del Estado, su implantación dentro de nuestro ordenamiento jurídico, su naturaleza y ámbito de aplicación; ello para posteriormente volver a repasar algunos conceptos importantes brindados por nuestro profesor respecto de las Sentencias en la Jurisdicción Constitucional, su naturaleza, tipología y modulaciones; finalmente, concluimos con la cita de la jurisprudencia más relevante que, sobre la materia, nos ha sido posible encontrar en la inmensa cantidad de sentencias constitucionales existentes hasta la fecha, adecuándola al orden de la exposición escrita que aquí se presenta, sin perjuicio de acudir, cuando hemos creído pertinente, a la opinión autorizada de diversos autores latinoamericanos que explican también, con enfoques distintos, la modulación de las Sentencias en la Jurisdicción Constitucional, tema éste que ciertamente nos ha despertado gran interés particular.


Concientes de habernos extendido demasiado talvez en la exposición, pero con la esperanza de que nuestro trabajo sea didáctico y comprensible a la generalidad de nuestros colegas que tendrán libre acceso al mismo, es que lo presentamos ahora a consideración de nuestro estimado y muy respetado docente.

El Autor.

La Paz, Diciembre de 2007.

Consideraciones generales sobre la
Justicia Constitucional en Bolivia.

I. Antecedentes de la creación del Tribunal Constitucional.-


Debemos comenzar señalando que en virtud de la Ley Nº 1585 de Reforma a la Constitución Política del Estado
, promulgada y publicada en fecha 12 de agosto de 1994 se introdujeron diversas modificaciones al texto constitucional que se hallaba vigente sin cambio alguno desde 1967 hasta ese entonces.

A ello se debe agregar, que dicha reforma constitucional indudablemente se constituye en un hecho trascendental que conlleva una importancia histórica sin precedentes dentro del sistema constitucional, puesto que por vez primera en la historia republicana de nuestro país se reformó la Ley Fundamental con estricta observancia y apego a los mecanismos y procedimientos especialmente previstos al efecto por la propia Constitución, vale decir que se aprobó, sancionó y promulgó la Ley de Reforma Constitucional en cumplimiento de las normas previstas por los artículos 230 al 232 del texto constitucional vigente en ésa época.


Asimismo cabe hacer notar, a los fines del presente trabajo, que mediante dicha reforma constitucional efectuada en 1994 nuestro país adoptó el modelo europeo- kelseniano de control de constitucionalidad, encomendando dicha importante función al Tribunal Constitucional, diseñándolo al efecto como máximo guardián e intérprete de la Constitución; empero -como bien advierte RIVERA SANTIVAÑEZ-, no se trata de un modelo puro, toda vez que en su configuración concurren algunos elementos del modelo americano o difuso de control de constitucionalidad 
.

El Tribunal Constitucional, como máximo guardián e intérprete de la Constitución,  es el encargado de llevar adelante el control de constitucionalidad 
, labor que desempeña por la vía correctiva o a posteriori, a través del recurso de inconstitucionalidad, sea de manera directa o indirecta, emitiendo sentencia anulatoria de la disposición legal inconstitucional, con alcance erga omnes y con efecto derogatorio o abrogatorio de la norma, según el caso, y de otro lado por la vía preventiva o a priori, a través de las consultas que se le planteen sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o resoluciones no judiciales; también ejerce el control tutelar de los derechos fundamentales, y el control del ejercicio del poder político.

Como bien recuerda el ex-magistrado BALDIVIESO GUZMAN, la idea de crear el Tribunal Constitucional resultó polémica en el país, ya que diferentes instituciones cívicas, políticas, forenses, académicas y otras representativas de la opinión pública, recibieron con algún escepticismo la iniciativa; inclusive órganos jerárquicos del Poder Judicial sumaron su disidencia y protesta por la creación del Tribunal Constitucional
. Sin embargo, estos criterios nunca tuvieron asidero jurídico ni legal, es más, el legislador considerando la importancia del nuevo órgano en el control de constitucionalidad y la defensa de los derechos humanos en el país, lo incorporó como parte del Poder Judicial.

De ahí que, según la norma prevista por el artículo 116 de la Constitución, el Tribunal Constitucional orgánicamente forma parte de la estructura del Poder Judicial; empero dada la naturaleza de la labor que desempeña, es independiente de los órganos Ejecutivo y Legislativo, así como de cualquier otra autoridad estatal, incluidos los jueces, vocales y ministros del Poder Judicial; así lo prevé el artículo 119-I de la Constitución. Además, sus decisiones adquieren calidad de cosa juzgada constitucional, y por lo mismo son de cumplimiento obligatorio, por lo que su jurisprudencia es de carácter vinculante.

II. Naturaleza Jurídica del Tribunal Constitucional.-


Sobre éste aspecto se pronuncia RIVERA SANTIVAÑEZ, en cuyo acertado criterio el Tribunal Constitucional es el más alto y máximo Tribunal encargado del control concentrado de constitucionalidad y la interpretación jurisdiccional de la Constitución
. Ejerce control sobre todos los actos, resoluciones y decisiones de los tres órganos de poder; por lo mismo, en su labor jurisdiccional, es independiente de cualquier otra autoridad estatal, es decir, colocado fuera del alcance de los poderes públicos cuyos actos controla; por lo que sólo está sometido a la Constitución, así dispone expresamente el art. 119-I de la Constitución, lo cual -según interpreta éste autor- no contradice la norma prevista por el art. 116 del mismo cuerpo normativo, pues entre tanto la primera consagra la independencia en la labor jurisdiccional del Tribunal y sus miembros, la segunda establece una pertenencia orgánica del Tribunal al Poder Judicial, lo que no implica un sometimiento, ni mucho menos, a los otros órganos o estructuras de dicho Poder del Estado. Las decisiones y resoluciones del Tribunal Constitucional son de obligatorio cumplimiento, asimismo la jurisprudencia establecida a través de sus fallos, sobre la base de la interpretación de la Constitución y de las leyes, desde y conforme a la Constitución, son vinculantes para todos los órganos de poder del Estado, así como para los funcionarios y autoridades.


El mismo autor -cuyos criterios doctrinales seguimos por ser los más autorizados actualmente en nuestro país-, a tiempo de precisar la naturaleza jurídica del Tribunal Constitucional, nos hace conocer que la misión fundamental del Tribunal Constitucional es la de preservar el Sistema Constitucional, como base esencial del régimen democrático y la convivencia pacífica, el resguardo y protección de los derechos fundamentales para garantizar el ejercicio pleno de los mismos, y el control del ejercicio del poder político para que el mismo se efectúe en el marco del equilibrio que garantice la paz social, todo ello en la búsqueda de la consolidación del Estado Social y Democrático Constitucional.

Al respecto cabe señalar, que la norma prevista por el art. 1-II de la Ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional define que: “son fines del Tribunal Constitucional ejercer el control de constitucionalidad y garantizar la primacía de la Constitución, el respeto y vigencia de los derechos y garantías fundamentales de las personas, así como la constitucionalidad de las convenciones y tratados”.

De la citada norma legal, se puede concluir que los fines del Tribunal Constitucional son:

· Controlar que todos los actos, decisiones, resoluciones de las autoridades públicas y particulares, así como las disposiciones legales estén acordes y se subordinen a los valores supremos, los principios fundamentales y las demás normas de la Constitución.

· Garantizar que, en una situación en que se produzca una contradicción entre una Ley, Decreto Supremo o Resolución con las normas de la Constitución, se apliquen [con preferencia] las normas constitucionales retirando del ordenamiento jurídico aquellas leyes que la contradicen.

· Velar por la plena vigencia y resguardo de los derechos fundamentales y garantías constitucionales, a través de la tutela efectiva que permita restablecerlos o restituirlos en los casos en que se los suprima o restrinja de manera ilegal o indebida.

· Velar por que los tratados o convenciones internacionales suscritos por el Estado Boliviano no sean contrarios a las normas de la Constitución.


La organización, funciones, atribuciones del Tribunal Constitucional, así como las normas de procedimiento para la tramitación de los recursos, acciones o consultas constitucionales, se hallan regulados por las normas previstas por los artículos 116-I y IV, 119 al 121 de la Constitución Política del Estado -reformada en 1994-, y la Ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional. 
III. Principios Procesales de la Jurisdicción Constitucional en Bolivia.-


Siguiendo a RIVERA SANTIVAÑEZ podemos señalar que, para que el Tribunal Constitucional cumpla su misión fundamental asignada por el Constituyente, en el marco de las normas previstas por la Constitución, el legislador ha establecido una configuración procesal para la sustanciación de los diferentes procesos o recursos constitucionales, sobre la base de los siguientes principios procesales:
a) Presunción de Constitucionalidad


En el marco de los principios fundamentales de la legalidad y seguridad jurídica, el legislador, mediante la Ley del Tribunal Constitucional ha consagrado el Principio de presunción de constitucionalidad. En efecto, el artículo 2 de la Ley Nº 1836 prevé que “se presume la constitucionalidad de toda ley, decreto, resolución y actos de los Órganos del Estado hasta tanto el Tribunal Constitucional resuelva y declare su inconstitucionalidad”. 

Este principio tiene la finalidad de resguardar los principios de legalidad y seguridad jurídica inherentes al Estado Democrático de Derecho, en el que todos sus miembros, gobernantes y gobernados, están sometidos al ordenamiento jurídico que obliga por igual a todos, de manera que los actos, las decisiones o resoluciones, y los convenios o contratos realizados al amparo de las disposiciones legales vigentes, no pueden ser desconocidos o incumplidos con la sola invocación o argumento de una aparente inconstitucionalidad. Por ello, para otorgar la seguridad jurídica, sólo el órgano competente para ejercitar el control de constitucionalidad puede pronunciar oficialmente la inconstitucionalidad de una ley, decreto o resolución con efecto erga omnes.

b) Conservación de la norma

También tiene la finalidad de garantizar el principio de la seguridad jurídica, y significa que en los casos en los que una ley, decreto o resolución admita diferentes interpretaciones, unas que sean incompatibles, y otras compatibles con la Constitución, el Tribunal Constitucional adoptará la que es compatible, y así lo establece la norma prevista por el artículo 4 de la Ley Nº 1836: “En caso excepcional de que una ley, decreto o cualquier género de resolución admita diferentes interpretaciones, el Tribunal Constitucional en resguardo del principio de conservación de la norma adoptará la interpretación que concuerde con la Constitución. Los tribunales, jueces y autoridades aplicarán a sus decisiones la interpretación adoptada por el Tribunal Constitucional”.

Este principio -según nos explica RIVERA SANTIVAÑEZ- permite al Tribunal Constitucional modular sus sentencias en cuanto al contenido de las mismas, dictando por ejemplo, las denominadas sentencias interpretativas, que precisamente permiten conservar, en el ordenamiento jurídico, la norma que en su interpretación es compatible con la Constitución, expulsando en consecuencia la norma que en su interpretación es incompatible.

c) La inexcusabilidad


Consiste en que el Tribunal Constitucional, como órgano competente para ejercer el control de constitucionalidad, no puede excusarse de emitir un fallo o sentencia en una causa sometida a su jurisdicción alegando insuficiencia, ausencia u obscuridad de la norma, y así lo dispone expresamente la norma prevista por el artículo 5 de la Ley Nº 1836.

Para ese fin, se le reconoce al Tribunal Constitucional la facultad de ser el intérprete máximo de la Constitución, por lo que en su labor jurisdiccional realiza una constante interpretación de las normas constitucionales así como de las disposiciones legales sometidas al control; para ese efecto empleará los diferentes criterios y principios de interpretación que se conocen en la doctrina constitucional, pero además efectuará también una interpretación creativa.

d) Publicidad, gratuidad y celeridad


En aplicación de los principios procesales consagrados por la norma prevista en el art. 116-X de la Constitución, la Ley Nº 1836, a través de sus disposiciones legales ha reproducido los principios de publicidad, gratuidad y celeridad.

Ello significa que la tramitación de los recursos, demandas y consultas constitucionales son de carácter público, decretándose su reserva sólo en casos excepcionales; implica también que los recurridos o demandados tienen derecho a enterarse del contenido de los recursos o demandas desde el momento de su admisión ante el Tribunal Constitucional. 


De otro lado, importa que la sustanciación de los procesos constitucionales en todas sus etapas e instancias, sean gratuitas, y más que eso, el acceso a la jurisdicción constitucional es gratuito.


Finalmente significa que, tomando en cuenta el carácter extraordinario y la finalidad de control y tutela que tienen los procesos constitucionales, la sustanciación de los mismos debe ser efectuada en tiempo razonable, por ello se han establecido plazos cortos, evitando los incidentes dilatorios en la tramitación de las referidas acciones constitucionales, por lo que corresponde al Tribunal imprimir el impulso procesal de oficio.

e) Actuación a instancia de parte


Este es un principio subyacente a las disposiciones legales previstas por la Ley Nº 1836, tomando en cuenta que la Jurisdicción Constitucional desempeña la función de legislador negativo al anular y expulsar del ordenamiento jurídico las leyes inconstitucionales, y de otro lado se constituye en creador del derecho al establecer sub-reglas que dan concreción normativa a las cláusulas generales y abstractas de la Constitución. 

Por ello el legislador ha previsto que el mecanismo de control de constitucionalidad sólo se active a instancia de parte, es decir, cuando la persona o autoridad que tiene legitimación activa plantea el proceso constitucional respectivo, pues de lo contrario significaría que la Jurisdicción Constitucional desplace al Poder Legislativo, toda vez que de oficio estaría generando y creando normas legales, lo que significaría legislación positiva, cuando no es esa su función, sino la de crear derecho a través de la generación de subreglas aplicables a los casos concretos, o futuros si concurre la analogía.
f) Carácter extraordinario de los procesos constitucionales


Tomando en cuenta la naturaleza jurídica de los procesos constitucionales, el legislador ha establecido una configuración procesal sobre la base del carácter extraordinario de dichos procesos, a objeto de que los mismos tengan una tramitación especial que no admita incidentes de ninguna naturaleza, no requiera de procedimientos probatorios de los hechos, toda vez que se trata de procesos de puro derecho, y se sustancian en única instancia, es decir que, en el marco del principio de cosa juzgada constitucional, contra las resoluciones o sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional no procede ningún recurso ulterior.
g) Vinculatoriedad de las resoluciones


Significa que las resoluciones o sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional obligan a las autoridades, funcionarios públicos en general y a las personas particulares a cumplirlas, de manera que son obligatorias e inexcusables.

Ello tiene su base y fundamento en la fuerza de la cosa juzgada constitucional que le ha otorgado el Constituyente a las sentencias emanadas de la Jurisdicción Constitucional. En efecto, la norma prevista por el artículo 121-I de la Constitución ha consagrado la cosa juzgada constitucional al disponer que “contra las sentencias del Tribunal Constitucional no cabe recurso ulterior alguno”. 


Es necesario hacer notar aquí, que el tema del carácter vinculante de las resoluciones del Tribunal Constitucional, ha sido el motivo de discordia y repudio de que ha sido objeto éste Tribunal, en razón de la incomprensión de las autoridades en el ámbito político y en la jurisdicción ordinaria, respecto de la naturaleza jurídica del Tribunal Constitucional y su calidad de supremo intérprete de la Constitución, que el legislador constituyente de 1994 le ha asignado implícitamente a momento de crearlo e incorporarlo para tal efecto en el texto constitucional. 


Así por ejemplo es de recordar el Debate llevado a cabo en fecha 19 de mayo de 2004, y suscitado en ocasión del Proyecto de Ley de Modificación del parágrafo I del Artículo 44 de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC), presentado al Parlamento boliviano, por la Corte Suprema de Justicia (CSJ). En dicha ocasión, el entonces Presidente a.i. de la CSJ, Dr. Eduardo Rodríguez Veltzé, a tiempo de fundamentar su Proyecto de Ley, y que básicamente estaba referido a restringir o reducir el carácter vinculante señalado por el artículo 44 de la Ley Nº 1836, manifestaba lo siguiente: 


“(…) ¿Qué se entiende por vinculante?

La inteligencia básica de la propuesta de la CSJ radica en que es la Constitución, art. 
121, parágrafo II, que nos dice qué es vinculante y qué no. Vinculante respecto a 
quién ¿entre las partes?, ¿entre el órgano a sí mismo?, o vinculante ¿para el resto de 
los ciudadanos?, ¿Vinculante importa obligatoriedad y tornar ese criterio emitido 
por un fallo en una norma positiva? (…). En esa línea, creemos que la Constitución 
tiene un texto sabio, dice: aquellas normas que son declaradas inconstitucionales y 
que son retiradas del ordenamiento por una sentencia constitucional, y que así lo 
declara, tiene un efecto erga omnes o amplio (…) si la democracia en Bolivia ha 
permitido que se pueda retirar del marco jurídico una norma que es abiertamente 
contraria a la Constitución, y así lo hace, esa decisión debe tener un carácter 
eminentemente vinculante, erga omnes. Pero la Constitución, con absoluta nitidez 
dice que los asuntos que resuelvan derechos subjetivos únicamente tienen efectos 
entre esas partes, también por un sentido de sabiduría, porque la CPE no reconoce 
un efecto vinculante, porque así lo hubiera dicho, pero además porque es consistente 
con este modelo mixto-paralelo de control de constitucionalidad. (…) Y en la 
práctica sucede que esos fallos son pretendidas normas positivas. Se dice: Ah no, el 
sistema procesal en tal o cual sentencia es ya no sólo el que dice el Código de 
Procedimiento, el Código sustantivo, es, además,  este otro señalado en tal o cual 
sentencia, declaración o auto constitucional. Ese es el motivo de la preocupación de 
la CSJ. Si hiciéramos un esfuerzo, en conjunto, idealmente entre los poderes del 
Estado, de dar una inteligencia cabal a lo que se pretende con vinculación, con 
efecto jurídico procesal, con efecto vinculante, le haríamos un favor al país. (…)” 

“Los límites entre legislador negativo y legislador positivo


(…) Nosotros entendemos que el desempeño del Tribunal, sobre todo en esta labor -
que la declaramos encomiable- de recuperación de los derechos y garantías de la persona, puede cruzar determinadas líneas de valor normativo que son las que nos preocupan. Me refiero a que una gran parte de la labor del TC está concentrada -entiendo que cerca al 90%- en resolver amparos constitucionales y hábeas corpus. 

Son esencialmente recursos de tutela judicial constitucional para preservar no solamente temas de orden constitucional, de garantías constitucionales, sino de 
legalidad en determinados procesos administrativos, relaciones interpersonales o procesos judiciales. Es decir, los tribunales ordinarios de justicia de la República de 
Bolivia, como tribunales constitucionales en una primera fase y luego el TC en 
revisión, ingresan a conocer controversias de orden no necesariamente ni únicamente constitucional, sino del más amplio espectro de legalidad (temas tributarios, aduaneros, agrarios, civiles, penales, familiares, etc.). En el pronunciamiento de resoluciones de este orden surgen criterios jurisprudenciales, 
sub reglas, o lo que quiera llamarse, al final son pronunciamientos judiciales. 
Muchos de ellos están estableciendo una serie de prácticas procesales o alteraciones 
y modificaciones al ordenamiento normativo vigente en el país que estamos en condiciones de así demostrarlo. (…) Es esa situación la que nos preocupa. Se ha cruzado la línea de legislador negativo a legislador positivo; no solamente se está retirando del ordenamiento jurídico una norma, sino que en algunos casos, aún en causas que no son de inconstitucionalidad, el TC está señalando líneas de orden positivo, normativo, eso es legislar, eso es convertirse en legislador positivo. 

Señalar, por ejemplo, que en el proceso de tal naturaleza, el juez debe, además de lo que dice el procedimiento, debe hacer esto o lo otro, o no debió haber hecho esto, o 
esto se anula, pero sobre todo las que alteran el marco y la práctica procesal 
ordinaria. Estamos absolutamente preocupados de que se concentre en un órgano judicial, además, una labor legislativa, y esa concentración de poder, de ser además de jueces, legisladores, está explícitamente prohibida por la Constitución. (…)”


Posteriormente, también hizo su intervención el entonces Presidente del Tribunal Constitucional Dr. Willman Durán Ribera, en cuya oportunidad expuso lo siguiente:


“(…) El significado del Artículo 121.II de la Constitución

Tomemos muy en cuenta lo que dice el Proyecto de Modificación del art. 44.I de la 
Ley Nº 1836 y ubiquémoslo en la real dimensión del contexto constitucional. Dice: Art. 44. (Vinculación y Coordinación). Los poderes públicos están obligados al cumplimiento de las resoluciones pronunciadas por el Tribunal Constitucional. Las sentencias, declaraciones y autos del Tribunal Constitucional son obligatorias y su efecto vinculante está limitado a lo dispuesto por el art. 121 II de la Constitución Política del Estado. Lo que se pretende con ésta fórmula es que el carácter 
vinculante de las resoluciones del TC se reduzcan a un determinado nivel. (…) El art. 121.II de la CPE dice: La sentencia que declara la inconstitucionalidad de una ley, decreto o cualquier género de resolución no judicial, hace inaplicable la norma impugnada y surte plenos efectos respecto a otros. La sentencia que se refiera a un derecho subjetivo controvertido, se limitará a declarar su inaplicabilidad al caso concreto. Con esto, el legislador constituyente está hablando de los efectos de las resoluciones del TC, de las consecuencias del 
fallo, de su parte resolutiva, nada que ver con la parte motiva. Esto significa que cuando el TC dicta una resolución, en el caso de inconstitucionalidad, es decir en los casos del control abstracto o del control incidental, en ambos casos la declaración de inconstitucionalidad tiene consecuencia erga omnes, por lo tanto, todos están obligados a asumir esa parte resolutiva. En cambio, cuando se trata de un derecho subjetivo controvertido, que es el caso de los amparos, el efecto de la resolución es inter partes, esto no tiene nada que ver con la vinculatoriedad. Esto implica que, 
cuando el TC dice: esta norma es inconstitucional, tiene efecto para todos, y cuando en el derecho subjetivo controvertido, que es la característica de los amparos -supongamos una tutela por una lesión al debido proceso-, dice: por lo tanto corresponde la nulidad de obrados, eso no va a afectar a todos porque es inter partes, el efecto es en relación al caso concreto. A eso se está refiriendo el art. 121.II 
de la CPE, entonces es obvia la preocupación de la CSJ de que nosotros queramos aplicar una vinculatoriedad a este precepto que tiene otro sentido, otro objetivo, y naturalmente es legítimo que se preocupe si lo interpreta de la manera errada, lamentablemente, en que lo está haciendo, porque se puede llegar a la conclusión de la CSJ de que estamos vulnerando el ordenamiento. Lamentablemente la ponencia de la CSJ está anclada en un asunto completamente ajeno a lo que se está tratando.” 

“El significado del Artículo 44.I de la Ley del Tribunal Constitucional


El problema del art. 44.I de la LTC es completamente distinto, porque ya no guarda relación -como en el caso del art. 121.II de la CPE-, con la parte resolutiva de las 
resoluciones del TC, sino con la parte motiva de las mismas, es decir, con los elementos relevantes del fallo, con lo que se llama la ratio decidendi, que son los fundamentos en los que se ancla el órgano jurisdiccional para sacar sus 
pronunciamientos. Esos fundamentos jurídicos son los que establecen un entendimiento interpretativo y es el que los otros órganos están obligados a aplicar en todos los casos que se les presenten con similar problemática. (…)” 
Nociones preliminares sobre las 
Sentencias en la Jurisdicción Constitucional
A) Las Sentencias Constitucionales.-

Las decisiones adoptadas en la Jurisdicción Constitucional -según criterio del dignísimo ex-magistrado RIVERA SANTIVAÑEZ- tienen una trascendental importancia, en razón de que -y a diferencia de las decisiones emitidas en la jurisdicción ordinaria que ponen fin a un litigio entre particulares o de éstos con el Estado respecto a la disputa de un mismo derecho entre las partes-, dichas decisiones modifican el ordenamiento jurídico del Estado, delimitan el ámbito de competencias de los órganos del poder público, o en su caso restablecen los derechos fundamentales y garantías constitucionales de las personas.

 En efecto, a partir de una interpretación de las normas establecidas por la Constitución, así como la interpretación de las leyes desde y conforme con la Constitución, la Jurisdicción Constitucional puede anular las leyes, decretos o resoluciones (en el modelo kelseniano de control de constitucionalidad), o puede mantenerlas vigentes, logrando una interpretación acorde con la Constitución, así también puede sustituir una norma por otra, o adherir a la disposición legal una norma cuya omisión la hacía incompatible con la Constitución (esto en el moderno modelo asumido por varios Tribunales Constitucionales).

B) La Naturaleza Jurídica de las Resoluciones en la Jurisdicción Constitucional.-

Tomando en cuenta -como dice RIVERA SANTIVAÑEZ- el papel que desempeñan los tribunales o cortes constitucionales en el Estado Democrático Constitucional, como máximos guardianes e intérpretes de la Constitución, se puede afirmar que las resoluciones emitidas en la Jurisdicción Constitucional revisten gran importancia, puesto que a través de ellas se da concreción normativa a las cláusulas abstractas de la Constitución, convirtiendo los derechos políticos y abstractos en derechos jurídicos y concretos; asimismo se desarrollan las normas generales de la Ley Fundamental del Estado, en cuyo cometido se crea Derecho extrayendo innumerables normas implícitas, no expresas, contenidas en la Constitución, que sean idóneas para regular cualquier aspecto de la vida social y política. De ahí que, en el constitucionalismo contemporáneo se ha cambiado la concepción clásica sobre la función de la Jurisdicción Constitucional, pues frente a la visión kelseniana del “legislador negativo”, hoy se la concibe en la función “creadora del Derecho”.


Entonces las decisiones adoptadas por la Jurisdicción Constitucional revisten la forma y contenido jurídicos, pero tienen efectos de carácter político, y ello obliga a que en el ámbito del Derecho Procesal Constitucional Boliviano en particular, se brinde un especial cuidado y atención al estudio de las sentencias constitucionales
.
C) Los Principios rectores de las Sentencias Constitucionales.-


Considerando la naturaleza jurídica de la Jurisdicción Constitucional, así como los efectos y consecuencias que producen las sentencias constitucionales, éstas tienen su configuración y base en determinados principios y criterios rectores que emergen de los principios fundamentales y los principios procesales sobre los que se configura el control de constitucionalidad en el sistema constitucional boliviano.
1. Principio de Congruencia

Conforme a este principio -según explica RIVERA SANTIVAÑEZ-, el Tribunal Constitucional, al emitir la sentencia, debe mantener y respetar la más estricta correspondencia entre “demanda” y “pronunciamiento”, es decir entre lo que se solicita y aquello que se resuelve, no fallando ni ultra petitum (más allá de lo pedido), ni extra petitum (cosa distinta de lo pedido), ni con otro apoyo que no sea el de la causa petendi, vale decir, aquellos fundamentos en los que el demandante o recurrente basó su solicitud. Este principio deberá observarse especialmente en el ámbito tutelar de los derechos fundamentales
.
2. Principio de motivación

Este principio implica que todas las sentencias constitucionales tienen que ser debidamente motivadas en derecho; ello significa que el Tribunal Constitucional debe expresar los motivos jurídico constitucionales en los que basa su convicción determinativa de que una disposición legal impugnada es incompatible con la Constitución, o que un acto o resolución impugnados vulneran un derecho fundamental que decidirá tutelar; en la motivación jurídica, el Tribunal Constitucional deberá expresar los argumentos jurídicos que justifican que extraiga una norma implícita de la Constitución o de la Ley interpretada, así como los motivos que le impulsan a modular los alcances de su decisión.
3. Principio de colegialidad

Considerando que todo Tribunal o Corte Constitucional es un órgano colegiado, sus decisiones deberán ser adoptadas en conjunto, lo que supone que el Tribunal debe de marchar en función de lo que digan in globo los jueces de la Constitución, evitando crear fisuras y enfrentamientos al momento de emitir el fallo final. No obstante, cabe señalar que las respectivas leyes prevén que las decisiones se adoptan por mayoría, de manera que en determinadas situaciones existirán algunos jueces que no compartan el criterio de la mayoría, en cuyo caso, en resguardo del derecho al libre desarrollo de la personalidad y el derecho a la discrepancia, dichos jueces podrán expresar sus votos u opiniones disidentes, votos particulares o votos singulares, apartándose del criterio asumido por la mayoría que adopta la sentencia
.
4. Principio de interpretación conforme a la Constitución

Este sistema de interpretación tiene la finalidad de preservar la validez de la norma contenida en la ley, en el marco del principio de seguridad jurídica. Ello supone que cuando una ley interpretada en contrastación con las normas de la Constitución, presenta un sentido incompatible y otro compatible con la Ley Fundamental, en vez de declararla inconstitucional en su integridad y retirarla del ordenamiento jurídico, se debe conservar la interpretación conforme a la Constitución, retirando simplemente la otra interpretación, es decir la que es incompatible con la Ley Fundamental. 

Esta forma de interpretación permite a los Tribunales Constitucionales modular sus sentencias, así pueden emitir sentencias interpretativas, sentencias exhortativas, sentencias aditivas, o sentencias sustitutivas, éstas últimas que son empleadas con frecuencia por los Tribunales Constitucionales de Italia y Alemania
.

Algunas Sentencias Constitucionales emitidas por el Tribunal Constitucional de Bolivia 
La modulación de las Sentencias en la Jurisdicción Constitucional

Lo expuesto precedentemente, justifica que la Jurisdicción Constitucional proceda a la modulación de sus sentencias, es decir, que a tiempo de dictar la sentencia correspondiente, debe modularla en cuanto al contenido o a sus efectos, tanto en el tiempo cuanto con relación a sus destinatarios. 

Entonces -como anota RIVERA SANTIVAÑEZ-, la idea es que los Tribunales o Cortes Constitucionales ya no se detengan simplemente en el papel de “legislador negativo” y se limiten a dictar sentencias puramente anulatorias o confirmatorias, sino que más bien pasen a desarrollar una labor más activa dictando sentencias de distinto tipo, llámense interpretativas, integradoras, sustitutivas o aditivas respecto al contenido, o en su caso retroactivas, diferidas o inmediatas respecto a sus efectos en el tiempo, sin que ello signifique en forma alguna, que la Jurisdicción Constitucional esté invadiendo el ámbito del Órgano Legislativo
.
1.- La modulación desde el punto de vista del contenido de la sentencia.-

1.1. Sentencias Interpretativas.-


Son aquellas que tienen por finalidad fijar el sentido constitucional de una ley, con el objeto de evitar declarar su inconstitucionalidad y mantener la vigencia de la disposición legal acusada, en la parte en que su interpretación sea acorde con las normas de la Constitución.


Estas sentencias -según nos explica RIVERA SANTIVAÑEZ- suponen, por una parte, expulsar del ordenamiento jurídico la interpretación de la disposición legal que sea contraria o incompatible a la Constitución y, por otra, mantener una eficacia normativa de la misma, es decir, mantener en vigencia la disposición legal acusada siempre que, sobre la base de la interpretación, esté conforme a la Constitución
.

El Tribunal Constitucional de Bolivia ha emitido también varias sentencias interpretativas, una de ellas es por ejemplo la Sentencia Constitucional 0045/2006 de 2 de junio de 2006, dictada en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por un Diputado Nacional demandando la inconstitucionalidad de los arts. 5, 6, 16, 17, 18, 21, 22, 28, 30, 37, 38, 39, 42, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 54, 55, 56, 58, 66, 68, 69, 74, 84, 86, 114, 115, 116, 118, 119, 120, 121, 126, 130, 132, 139, 140, 141, 142, 143, 144 y la Disposición Transitoria Primera de la Ley de Hidrocarburos (LH) 3058, de 19 de mayo de 2005, por infringir las normas de los arts. 1, 2, 4, 6, 7 incs. a), c), d), i), j) y k), 8. incs. b), d) y h), 16, 22, 27, 30, 31, 32, 33, 43, 44, 99, 115.I, 124, 125, 132, 133, 139, 141, 154, 155, 156, 157, 162, 171.I, 228 y 229 de la Constitución Política del Estado (CPE), en cuya ocasión ha procedido al análisis de las normas cuestionadas que tienen que ver con la titularidad del Estado sobre los hidrocarburos, y en consecuencia le ha correspondido analizar la Disposición Transitoria Primera de la LH, que encomienda y conmina a la Contraloría General de la República (CGR) a realizar auditorías a las empresas petroleras resultantes de los procesos de capitalización y de privatización, así como las empresas resultantes de contratos de riesgo compartido; y en ese sentido ha expresado lo siguiente:


“(…) i) Las empresas capitalizadas, respecto de las cuales se debe señalar que conforme 
dispusieron las normas previstas por los arts. 1, 2, 3 y 4 de la LC [Ley de Capitalización], 
se trata de las empresas que eran del Estado y que se transformaron en sociedades de 
economía mixta mediante el incremento de su capital (art. 4 de la LC); posteriormente, por 
mandato de las normas del art. 6 de la referida LC, fueron transformadas en sociedades 
anónimas, pues se autorizó al Poder Ejecutivo a transferir las acciones de dichas 
sociedades de economía mixta a favor de todos los bolivianos que al 31 de diciembre de 
1995 hubieran alcanzado la mayoría de edad, hecho que se materializó mediante la 
constitución de un fideicomiso administrado por las AFPs; por tanto, las empresas 
capitalizadas, desde la constitución del fideicomiso, se transformaron en sociedades 
anónimas, en las cuales el Estado no tenía ninguna participación, siendo estrictamente 
privadas; empero, por mandato de las normas previstas por el art. 6 del DS 28701, de 1 de 
mayo de 2006, las acciones de los ciudadanos bolivianos en las empresas petroleras Chaco 
S.A., Andina S.A. y Transredes S.A. que formaban parte del fideicomiso aludido, fueron 
transferidas a YPFB; por tanto, a partir de la emisión de dicho Decreto, las empresas 
Chaco S.A., Andina S.A. y Transredes S.A. son Sociedades Anónimas Mixtas. Aquí conviene 
explicar que en virtud a las normas previstas por el art. 2 de la LTC, se presume la 
constitucionalidad de todo decreto, mientras no haya sido declarado inconstitucional en 
forma expresa, por tanto, el referido DS 28701, debe ser aplicado por encontrarse vigente.

De otro lado, conforme ya fue expuesto, las normas previstas por el art. 155 de la CPE, la 
CGR tiene la potestad de ejercer control fiscal sobre las entidades autónomas, autárquicas 
y de economía mixta, pero no sobre aquellas sujetas a régimen privado, como eran las empresas objeto del proceso de capitalización hasta antes del DS 28701; por tanto, la disposición analizada, que instruye que sobre las empresas capitalizadas, la Contraloría General de la República, efectúe auditorías especiales, es constitucional a partir del DS 28701, porque es desde dicha norma que las empresas capitalizadas recuperan el estatus de sociedades de economía mixta.


“(…) ii) Las empresas resultantes de contratos de riesgo compartido; sobre las cuales, en 
primer lugar, se debe señalar que, conforme la jurisprudencia de este Tribunal los contratos de riesgo compartido son: “(...) una asociación entre dos o más empresas 
públicas o privadas, para invertir capital y riesgo con carácter temporal y con fines específicos que deben compartirlos dentro del marco señalado por el contrato, de ahí que por su naturaleza éste no significa que las partes tengan que desprenderse de su patrimonio 
o enajenarlo para el cumplimiento de los objetivos estipulados, pues el contrato en sí no entraña la creación de un ente jurídico nuevo, distinto de las partes que intervienen en el 
mismo, por lo que cada una de ellas al realizar su aporte de bienes no se desprende del 
derecho propietario que le asiste sobre lo aportado” (SC 0114/2003, de 5 de diciembre); por tanto, no puede existir una empresa resultante de un contrato de riesgo compartido; 
empero, si existen empresas participantes en dichos contratos, por ello la Disposición Transitoria impugnada, debe ser entendida en ese sentido; vale decir, que impone a la CGR la realización de auditorías a las empresas firmantes de los contratos de riesgo 
compartido, pues conforme las normas previstas por el art. 155 de la CPE, la CGR tiene la 
potestad de ejercer control fiscal sobre las entidades autónomas, autárquicas y de economía mixta, más no sobre aquellas sujetas a régimen privado, en tal sentido, la norma cuestionada sólo será constitucional, cuando su interpretación limite su aplicación a aquellas entidades sujetas al ámbito de control fiscal por la CGR; y resultará inconstitucional, cuando pretenda ser aplicada a otras no pasibles de intervención fiscal por vía de la Contraloría; empero, por el principio de conservación de la norma, no puede ser expulsada del ordenamiento jurídico, debiendo declararse su constitucionalidad en el marco de la presente interpretación.


iii) En cuanto a las empresas resultantes del proceso de privatización; en primer término, 
conviene exponer que como privatización, debe entenderse: “la transferencia de una 
empresa o actividad pública al privado”; en ese entendido, al igual que en el caso de los contratos de riesgo compartido, la norma impugnada es constitucional sólo en cuanto se pretenda aplicarla a las entidades sujetas al ámbito de control concedido a la CGR, que resultan ser las empresas privatizadas que hubieran adquirido categoría de SAM; es decir, 
donde todavía subsisten intereses estatales; con la aclaración de lo expresado en la parte 
final del análisis del caso de las empresas capitalizadas, referidas al problema de legalidad existente entre la Ley de Administración y Control Gubernamentales y la Disposición 
Transitoria Primera de la Ley de Hidrocarburos, y que no puede ser resuelto en el presente recurso, por ser un problema de legalidad y no de constitucionalidad.”(…)

Sobre la base de dicho entendimiento jurisprudencial y otros fundamentos jurídicos, el Tribunal Constitucional de Bolivia en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 1), 54 y ss. de la LTC, ha declarado: “2º la CONSTITUCIONALIDAD de la Disposición Transitoria Primera de la LH, en el marco de la interpretación efectuada en el Fundamento Jurídico II.2.4 de la presente Sentencia, con los efectos y alcances previstos por el art. 58.V de la LTC.”

(El resaltado de la sentencia en negrilla, cursiva y subrayado, me corresponden)

1.2. Sentencias Aditivas o Integradoras.-


Este tipo de sentencias, son prácticamente la respuesta a la inconstitucionalidad por omisión legislativa
, debido a que la disposición legal acusada es inconstitucional, no por lo que expresamente ordena sino debido a que su regulación es insuficiente, al no haber previsto determinados aspectos, que eran necesarios para que la normatividad se adecuara a la Constitución. Según entiende la Corte Constitucional de Colombia, son aquellas decisiones en las que el Tribunal no anula la disposición legal acusada, pero le agrega un contenido que la hace constitucional. Se denominan “aditivas” según la terminología italiana, y se denominan “integradoras” según la terminología adoptada por la Corte Constitucional Colombiana.

Al dictar las sentencias aditivas, el Tribunal Constitucional realiza todas las operaciones propias de las sentencias interpretativas simultáneamente, a saber: no se toca la disposición enjuiciada, ésta es considerada conforme con la Constitución, se declara inconstitucional una norma de la disposición legal impugnada y, finalmente, se produce otra norma, conforme a la Constitución, obtenida a partir de ésta y que, considerando el significado de la disposición enjuiciada, convierte a ésta en conforme con la Constitución y permite su permanencia en el ordenamiento
.


En el ejercicio de sus labores jurisdiccionales, concretamente en ocasión de efectuar el control normativo de constitucionalidad, el Tribunal Constitucional de Bolivia, ha emitido una Sentencia Aditiva disponiendo la inconstitucionalidad por omisión normativa, y que se halla contenida en la Sentencia Constitucional 0009/2004, de 28 de enero de 2004, dictada en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad, interpuesto por dos Diputados Nacionales, demandando la inconstitucionalidad de los arts. 139.b) y c), 140.a) y b), 143, 144, 145, 146 y 147 de la Ley 2492 de 02 de agosto de 2003 o Código Tributario Boliviano (CTb), por infringir los arts. 16.I) y IV), 116.II) y III) y, 118.7) de la Constitución Política del Estado (CPE), en cuya oportunidad -y luego de analizar los institutos jurídico constitucionales de la separación de poderes relacionada a la actividad jurisdiccional, además de desarrollar el debido proceso en su elemento del derecho al juez natural- en su FJ III.4, y en base a la doctrina pertinente sobre la materia, ha dilucidado y expuesto magistralmente la naturaleza jurídica del procedimiento tributario, diferenciándolo del proceso tributario, y al señalar ésta diferencia en el Código Tributario vigente ha constatado que “la Ley N° 2492 Código Tributario Boliviano, de 2 de agosto de 2003, que abroga la Ley N° 1340 de 28 de mayo de 1992, hizo una confusión del procedimiento tributario con el proceso tributario, de manera que ha restringido la vía de la impugnación judicial al proceso contencioso administrativo, eliminando el proceso contencioso-tributario”; razón por la cual ha sometido a juicio de constitucionalidad, en principio las disposiciones legales impugnadas en el recurso, y posteriormente al sistema de impugnación adoptado por la Ley impugnada, y ha desarrollado dicho contraste de constitucionalidad en los siguientes términos (fragmentos pertinentes):

“Con referencia a la norma prevista por el art. 139.b) de la Ley N° 2492 cabe señalar que, 
interpretada la misma conforme a los derechos fundamentales y garantías constitucionales 
consagrados por la Constitución, se entiende que el Recurso Jerárquico previsto, como una 
atribución del Superintendente Tributario General, constituye una vía de revisión del acto 
administrativo tributario en sede administrativa, lo que no debe ni puede impedir al 
contribuyente someter al control jurisdiccional el acto administrativo revisado, es decir, no 
debe ni puede excluir la impugnación judicial; en consecuencia, en el marco de esa 
interpretación la norma no es incompatible con la Constitución en general, menos con las 
normas constitucionales invocadas por los recurrentes en particular; toda vez que al ser una vía de revisión en sede administrativa, no excluyente de la vía de impugnación judicial, la actuación del Superintendente Tributario General no constituye una labor jurisdiccional propiamente dicha, pues éste no sustituirá ni suplirá a la autoridad judicial competente; en consecuencia, en el marco de esta interpretación constitucional, no quebranta las normas previstas por el art. 116 de la Constitución; de otro lado, se entiende que en las normas que regularán el procedimiento a seguirse en el trámite de recurso resguardarán el debido 
proceso. Empero, se reitera que dicha norma deberá ser aplicada en el marco de esta interpretación.”


“Respecto a las normas previstas por el art. 140.a) y b) de la Ley impugnada, cabe señalar 
que interpretadas las mismas desde y conforme a la Constitución, se entiende que, el Recurso de alzada, previsto como una atribución de los Superintendentes Tributarios Regionales, constituye una vía de revisión del acto administrativo tributario en sede administrativa, no siendo una vía excluyente de la impugnación judicial del acto administrativo tributario, sino alternativo para el contribuyente; en consecuencia dichas 
normas tampoco son incompatibles con la Constitución en general menos con las normas 
invocadas, como vulneradas, por los recurrentes, en la medida en que sean aplicadas en el 
marco de esta interpretación constitucional; toda vez que al ser una vía de revisión en sede 
administrativa, no excluye la vía de impugnación judicial, la actuación de los Superintendentes Tributarios Regionales no constituye una labor jurisdiccional propiamente dicha sino de un procedimiento administrativo tributario, pues éste no sustituirá ni suplirá a la autoridad judicial competente, en consecuencia, en el marco de 
esta interpretación constitucional, no quebranta las normas previstas por el art. 116 de la 
Constitución; de otro lado, se entiende que en las normas que regularán el 
procedimiento a seguirse en el trámite de recurso resguardarán el debido proceso.”


“Con relación a las normas previstas por los arts. 143 y 144 que se impugnan en el recurso, corresponde referir que las mismas, al enumerar los actos administrativos tributarios contra los que proceden los recursos de Alzada y Jerárquico, respectivamente, así como establecer los plazos para su interposición, en el marco de la interpretación 
constitucional efectuada de las normas legales que instituyen los recursos de referencia, tampoco son incompatibles con la Constitución, ya que si el legislador ha previsto como una vía de revisión de los actos administrativos tributarios en sede administrativa, a través 
de los recursos de alzada y jerárquico, mismos que en el marco de la interpretación 
constitucional efectuada precedentemente son compatibles con la Constitución, resulta 
obvio que para la procedencia de los mencionados recursos es necesario determinar los 
actos administrativos que podrán ser sometidos a esa revisión, por lo mismo dichas normas no contradicen el debido proceso consagrado por el art. 16 de la Constitución, tampoco 
lesionan la unidad jurisdiccional prevista por el art. 116 de la Ley Fundamental. Empero, 
la compatibilidad de estas normas sólo se da en la medida en que sean aplicadas 
conforme a la interpretación constitucional efectuada por este Tribunal 
precedentemente.”


“Respecto a las normas previstas por el art. 145 de la Ley N° 2492, cabe señalar que al 
instituir la Revisión Extraordinaria de los actos administrativos firmes, como atribución de 
la máxima autoridad ejecutiva de la Administración Tributaria y las Superintendencias 
Tributarias, resulta incompatible con la Constitución, toda vez que contradice principios 
fundamentales, derechos fundamentales y garantías constitucionales, asimismo normas 
constitucionales orgánicas (…)”.
 Y luego de exponer la naturaleza jurídica del instituto en cuestión, concluye que:


“Contrastada la Revisión Extraordinaria instituida por la disposición legal impugnada con la naturaleza jurídica referida precedentemente, se establece que aquella no se encuadra en ésta, es decir, en la acción procesal subsidiaria, por las siguientes razones: 1) se 
pretende aplicar al ámbito del procedimiento administrativo tributario y no al proceso 
tributario; 2) de una interpretación sistematizada de las normas contenidas por el art. 145 de la Ley N° 2492 se establece que puede activarse de oficio o a instancia de parte, pues en 
el parágrafo III de la disposición legal examinada, al establecer el plazo en que debe ser resuelta la Revisión, se refiere que el plazo se computará “desde la presentación de la 
solicitud del interesado cuando sea a instancia de partes..”, interpretando la frase 
“cuando” que está empleado en la dimensión alternativa, aplicando el argumento a contrario sensu se concluye que también podrá activarse la Revisión de oficio; con ello se lesiona el principio fundamental de la seguridad jurídica, consagrado como derecho fundamental por el art. 7.a) de la Constitución, conforme a interpretado este Tribunal; toda vez que la estabilidad del acto administrativo se verá alterada por la voluntad unilateral y discrecional de la Administración Tributaria, máxime si la disposición legal le reconoce la 
facultad de conocer de la Revisión al mismo generador del acto administrativo, lo que significa que el Administrado se encontrara en permanente incertidumbre e inseguridad a las resultas de la voluntad de la Administración Tributaria; 3) se otorga competencia para sustanciar la Revisión Extraordinaria a la propia Administración Tributaria o a la Superintendencia, es decir, a la misma autoridad que genera el acto administrativo, con lo que se vulnera el principio de la buena fé de los actos administrativos, que según ha definido este Tribunal en su SC 095/2001 impide que la Administración Pública pueda revisar y anular unilateralmente sus propios actos administrativos; de otro lado se lesiona 
el debido proceso en su elemento del juez natural independiente, competente e imparcial 
consagrado por los arts. 14 y 16 de la Constitución, toda vez que se encomienda a la 
Administración Tributaria revisar sus propios actos administrativos, siendo así que la Revisión debió encomendarse a la autoridad judicial independiente e imparcial, para que pueda sustanciar la acción procesal autónoma en igualdad de condiciones para las partes, y, en su caso, pueda anular el acto administrativo; finalmente vulnera la norma prevista por el art. 116-II y III de la Constitución, toda vez que se estaría creando, de hecho, un 
Juzgado especial para la revisión extraordinaria y se desconoce el mandato del Constituyente de que la potestad de juzgar en la vía ordinaria, contenciosa y contenciosa administrativa corresponde al Poder Judicial. Tomando en cuenta que la norma prevista por el art. 139.c) es concordante con las normas previstas por el art. 145 de la Ley impugnada, también resulta incompatible con la Constitución por las razones y 
fundamentos jurídico - constitucionales precedentemente expuestos.”


“Respecto a la norma prevista por el art. 146 de la ley impugnada, sometida al juicio de 
constitucionalidad se determina que la misma es incompatible con el principio de Reserva 
Legal consagrado por el art. 7 de la Constitución. En efecto, la norma examinada hace una 
remisión reglamentaria directa respecto a los procedimientos administrativos tributarios, 
es decir, dispone que los procedimientos para la sustanciación de los recursos de Alzada y 
Jerárquico, referidos a los plazos, términos, condiciones, requisitos y forma, serán 
previstos por Decreto Supremo Reglamentario, lo cual lesiona el principio de reserva legal, 
que según ha definido este Tribunal, en su Declaración Constitucional N° 06/2000, es la 
“institución jurídica que protege el principio democrático, al obligar al legislador a 
regular aquellas materias que por disposición de la Constitución deben ser desarrolladas 
en una Ley; es una institución que impone un límite tanto al Poder Legislativo como al 
Ejecutivo; a aquél, impidiendo que delegue sus potestades en otro órgano, y a éste, 
evitando que se pronuncie sobre materias que, como se dijo, deben ser materia de otra 
Ley”; pues habrá de recordar que la potestad administrativa sancionadora del Estado, así 
como el procedimiento tributario al ser de carácter correctivo, deberá ser ejercida en el 
marco del principio de la reserva legal, lo que implica que los ilícitos o infracciones 
administrativas, las sanciones, así como las normas generales y esenciales del 
procedimiento deben ser definidos por Ley, remitiéndose al reglamento solamente los 
aspectos secundarios de detalle de los procedimientos. En el caso de la norma examinada, 
el legislador ha omitido establecer los aspectos generales y esenciales del procedimiento, 
tales como los requisitos y condiciones de admisibilidad de los recursos, las causales de 
rechazo, las modalidades de resolución, los plazos y penalidades para el incumplimiento de 
plazo por parte de las autoridades administrativas que conocerán de los recursos; pues 
directamente ha remitido al Reglamento la regulación de esos aspectos esenciales del 
procedimiento. En concordancia con la norma examinada precedentemente, las normas 
previstas por el art. 141 de la Ley impugnada, establecen la remisión al reglamento la 
regulación de los procedimientos aplicables ante la Superintendencia General, con la 
agravante de que, en contradicción con la norma prevista por el art. 146, dispone que el 
reglamento será aprobado mediante Resolución Suprema, y en el caso de las 
Superintendencias Tributarias Regionales, el procedimiento será aprobado mediante Resolución Administrativa emitida por el Superintendente Tributario General, lo cual lesiona el principio de la reserva legal, conforme se tiene fundamentado precedentemente.”

Posteriormente, luego de un amplio y extenso análisis de la disposición legal impugnada, el Tribunal Constitucional de Bolivia, en su parte resolutiva, ha dispuesto:


“1° La INCONSTITUCIONALIDAD: 1) por omisión normativa del art. 131. 2), por 
contradicción los arts. 131 tercer párrafo, 139.c), 141, 145, 146 y 147 de la Ley 2492 o 
Código Tributario Boliviano, de 2 de agosto de 2003 (CTb), con los efectos previstos por el 
art. 58- III LTC;”


“2° La CONSTITUCIONALIDAD de los arts. 139.b), 140.a) y b), 143 y 144 de la Ley 
2492 Código Tributario Boliviano, de 2 de agosto de 2003 (CTb), en el marco de la 
interpretación constitucional expresada en los fundamentos de esta sentencia, por 
previsión expresa del art. 58-V LTC.”

 (Todo el resaltado del texto en negrillas, cursivas y subrayados, me 
corresponden).
1.3. Sentencias Sustitutivas.-


Este tipo de sentencia, que ha desarrollado el Tribunal Constitucional de Italia, permite al Tribunal sustituir una parte del texto que amerita ser declarado inconstitucional, por una otra parte que el mismo texto trae y que, por vía de interpretación se analiza.


Ezquiaga Ganuzas -citado por RIVERA SANTIVAÑEZ- sostiene que en este tipo de sentencias sustitutivas, la norma que se desprende de la disposición, es declarada inconstitucional, y sustituida por otra norma conforme con la Constitución y producida por el Tribunal a partir de ella.


Las sentencias sustitutivas, según el razonamiento de la Corte Constitucional Colombiana, son una combinación de sentencia de inconstitucionalidad y sentencia integradora, pues se anula el precepto acusado, con lo cual se genera un vacío que es llenado por medio de un nuevo mandato que la sentencia adiciona o integra al ordenamiento
.

Después del análisis de los distintos tipos de sentencias dictadas por el Tribunal Constitucional de Bolivia, y considerando el enorme progreso que han logrado los dignísimos miembros de éste Tribunal, podemos atrevernos a decir sin temor a equivocarnos, que en cierta ocasión, éste cuerpo colegiado encargado del control de constitucionalidad, también ha emitido una Sentencia que bien podría considerarse una Sentencia Sustitutiva (salvo el mejor criterio que pudiera tener al respecto, el ex-magistrado y profesor nuestro Dr. José Antonio Rivera Santivañez), y que ahora ponemos a consideración; me refiero a la Sentencia Constitucional 0042/2004 de 22 de abril de 2004, cuyo Magistrado Relator, fue su recordado ex-Presidente Dr. Willman Ruperto Durán Ribera, quien proyectó dicha resolución en ocasión del Recurso Indirecto o Incidental de Inconstitucionalidad promovido de oficio por el Superintendente General a.i. de la Superintendencia General del Sistema de Regulación Financiera (SIREFI), demandando la inconstitucionalidad del art. 108 inc. a) de la Ley del Mercado de Valores (LMV), por ser presuntamente contrario al art. 16. II y IV de la Constitución Política del Estado (CPE), en cuya oportunidad, éste magistrado expuso los siguientes fundamentos jurídicos que sirvieron de base a la decisión:

“La norma demandada de inconstitucional (art. 108 inc. a) de la LMV, establece que las 
sanciones de amonestación escrita y multas, serán impuestas sin proceso previo, en forma 
directa, a través de una Resolución Administrativa dictada por el Superintendente de 
Valores, que admitirá los recursos previstos por ley, normativa que contradice la garantía del debido proceso reconocida en el texto del art. 16.IV de la CPE, así como los principios que subyacen en la misma, que es aplicable, como se tiene explicado, a toda actividad sancionatoria del Estado, sea en el ámbito jurisdiccional o administrativo, y en cuya observancia, la imposición de toda pena o sanción administrativa, debe ser resultado de un previo proceso de ley, el cual, ha sido desconocido expresamente por el inciso impugnado.


“El precepto impugnado, también viola y restringe el derecho de defensa consagrado en el 
art. 16.II de la CPE, en cuyo ejercicio, el afectado, antes de ser sancionado, tiene todas las 
prerrogativas para ser notificado y tomar conocimiento de los hechos que se le imputan, 
presentar descargos, así como contradecir o desvirtuar la acusación o regularizar su 
situación, dentro de un procedimiento legal establecido con ese objeto, sin que su defensa 
pueda ser limitada únicamente al derecho a la impugnación de la decisión administrativa 
que le impone la sanción, como estatuye el art. 108 inc. a) de la LMV, el cual, además, 
entra en notoria contradicción con el inc. b) del mismo artículo, toda vez que este último 
inciso, reconoce que las demás sanciones, tales como la suspensión, cancelación de 
registro e inhabilitación, previstas en los arts. 112 y 113 LM, serán impuestas previo proceso administrativo, que garantice el derecho a la defensa, en total coherencia y respeto del art. 16.II y IV de la CPE, lo que no sucede con las sanciones contenidas en el inc. a) de esa disposición legal.


“La falta de sujeción a la norma impugnada con la norma constitucional, determina que la 
misma tenga que ser excluida del ordenamiento jurídico vigente preservando de esa manera la supremacía constitucional, establecida por el art. 228 Constitucional; que impone que todo el ordenamiento jurídico del país guarde compatibilidad con los 
preceptos, valores y principios de la Constitución.”

Sobre la base de éste fundamento jurídico, y en resguardo legítimo de los derechos y garantías constitucionales de las personas, el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts.120.1ª de la CPE, 7 inc. 2) y 59 y siguientes de la LTC, ha resuelto lo siguiente:


“1º Declarar FUNDADO el recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad de fs. 13-15 promovido de oficio por Juan Cristóbal Urioste Nardin, Superintendente General a.i. de la Superintendencia General del SIREFI, a través de la Resolución 003 de 22 de enero de 2004, por consiguiente, INCONSTITUCIONAL la frase “sin necesidad de” del inc. a) del art. 108 de la LMV, quedando dicho inciso, omitida esa frase, como sigue:  
“a) Las sanciones de amonestación escrita y multa serán aplicadas proceso previo, mediante resolución administrativa que admitirá los recursos previstos por Ley”.


2º Asimismo, al tener conexitud con la norma impugnada, declara también 
INCONSTITUCIONAL la frase “de suspensión, cancelación e inhabilitación,” contenida en el art. 12.III del DS 26156 de 12 de abril de 2001, (Reglamento de Aplicación de 
Sanciones Administrativas de la Ley del Mercado de Valores), la cual, con esa exclusión, dirá: “En sujeción a lo dispuesto por la Ley del Mercado de Valores, las sanciones 
requerirán para su aplicación, de un proceso administrativo realizado por la Superintendencia, que garantice el derecho a la defensa”.


3º Finalmente, declara INCONSTITUCIONAL la frase “de suspensión, cancelación e 
inhabilitación”, del primer párrafo del art. 25 del DS 26156 de 12 de abril de 2001, leyéndose el indicado párrafo, con esa exclusión, como sigue: “El Superintendente antes de la aplicación de las sanciones previstas en el artículo 12º del presente Decreto Supremo, a través de la Intendencia de Valores pondrá en conocimiento del presunto infractor el cargo correspondiente, otorgándole un plazo de tres (3) a veinte (20) días hábiles 
administrativos, en función a la gravedad o magnitud de la presunta infracción, para efectuar su descargo o explicación pertinente”.

(Todo el resaltado del texto en negrillas, cursivas y subrayados, me corresponden).

1.4. Sentencias Exhortativas.-


Se conoce también a éste tipo de sentencias en Alemania, con el nombre de “sentencias con aviso”, y son aquellas en las que la Corte o Tribunal Constitucional constata que un texto es inconstitucional, pero no puede retirarlo porque el efecto sería más perjudicial, entonces la Sentencia no retira ni anula la Ley, pero sí exhorta al Órgano Legislativo para que subsane o arregle el problema. Puede ser simple cuando la sentencia sólo exhorta, o puede ser imperativo cuando a tiempo de exhortar se concede un plazo al Órgano Legislativo para que solucione el problema.


Este tipo de sentencias -según nos explica RIVERA SANTIVAÑEZ- se fundamentan en el hecho de que la declaratoria de nulidad simple de la ley demandada, y el consiguiente retiro del ordenamiento jurídico, tendría consecuencias negativas para la buena marcha del Estado, en razón del vacío jurídico que se produciría con la exclusión de dicha norma legal del ordenamiento jurídico. Entonces -agrega éste autor-, el Tribunal exhorta al legislador sustituir la Ley dentro de un plazo determinado o tan pronto sea posible, y mientras esto ocurre se ordena a los jueces o autoridades que deban resolver situaciones jurídicas concretas, con base en la Ley cuya inconstitucionalidad se verificó, que posterguen la resolución definitiva del asunto hasta tanto el legislador expida la nueva normatividad conforme al a Constitución
.

Con gran satisfacción podemos decir, que el Tribunal Constitucional de Bolivia ha asumido una posición firme a momento de hacer notar y reclamar aquellas omisiones legislativas y descuidos en que constantemente incurren nuestros legisladores, y así se ha constituido en la única entidad que ha llamado la atención a los parlamentarios, y les ha exhortado en reiteradas veces a que cumplan su labor de legisladores en forma eficiente, aunque sin embargo hasta el presente las autoridades tan sólo han prestado oídos sordos a dichas reclamaciones, lo cual ha motivado pronunciamientos expresos por parte del Tribunal. 

Un claro ejemplo de ésta incesante actividad en su labor jurisdiccional, son las diversas y abundantes Sentencias Constitucionales Exhortativas que ha emitido a momento de realizar el control normativo de constitucionalidad, ámbito en el cual precisamente ingresa a desarrollar la interpretación constitucional de las leyes, desde y conforme a la Constitución. Así por ejemplo, y como una muestra de la labor activa que ha asumido el Tribunal en diferentes oportunidades, se pueden citar las siguientes:
a) La Sentencia Constitucional 0024/2004, de 16 de marzo de 2004, emitida en el recurso indirecto o incidental de inconstitucional promovido a instancia de parte interesada, demandando la inconstitucionalidad del art. 138 del DL 12760 de 6 de agosto de 1975 que aprobó el Código Civil (CC), por ser presuntamente contrario a lo dispuesto por los arts. 7 inc. a), 16.IV, 71 al 81 de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya oportunidad el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los artículos 120.1ª CPE, 7 inc. 2), 59 y siguientes de la LTC: “1º DECLARA LA CONSTITUCIONALIDAD del art. 138 CC, aprobado por DL 12760 de 6 de agosto de 1975, con vigencia temporal de cinco años a partir de la citación con la Sentencia y; 2º EXHORTA al Poder Legislativo para que en dicho plazo subsane los vicios de origen de la indicada disposición legal, bajo conminatoria de que en caso de incumplimiento, la misma quedará expulsada del ordenamiento jurídico nacional al vencimiento del término antes señalado, a ese efecto, notifíquese a dicho Poder del Estado”.
b) La Sentencia Constitucional 0076/2004, de 16 de julio de 2004, expedida en el recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad promovido de oficio por un Juez de Partido Administrativo, Coactivo, Fiscal y Tributario, demandando la inconstitucionalidad de la Disposición Final Novena del Código Tributario Boliviano (CTB), por ser contraria a los arts. 7 inc. a) y 16.II y IV de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya circunstancia el Tribunal Constitucional en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE y 7 inc. 2) y 59 y siguientes de la LTC, ha declarado: “la CONSTITUCIONALIDAD de la Disposición Final Novena del CTB, con vigencia temporal de un año a partir de la fecha la citación con esta Sentencia, y EXHORTA al Poder Legislativo para que en dicho plazo subsane el vacío legal inherente a la ausencia de un procedimiento contencioso tributario, bajo conminatoria en caso de incumplimiento, de que la indicada disposición legal quedará expulsada del ordenamiento jurídico nacional, en lo que respecta a la abrogatoria del procedimiento contencioso tributario establecido en el Título VI, arts. 214 a 302 del CTb.”
c) La Sentencia Constitucional 0129/2004, de 10 de noviembre de 2004, dictada en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por el Diputado Nacional Titular por el Departamento de Potosí, demandando la inconstitucionalidad del DS 27650 de 30 de julio de 2004 por violar presuntamente los arts. 2, 59.20ª, 117.IV, 122.III y 62.5ª, todos de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya ocasión el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los artículos 120.1ª CPE, 7.1) y 54 y siguientes de la Ley del Tribunal Constitucional, ha resuelto: “Declarar la INCONSTITUCIONALIDAD del DS 27650 de 30 de julio de 2004, con los alcances establecidos en la parte in fine del art. 121.III de la CPE, disponiendo: a) Diferir por el término de sesenta días los efectos de la presente resolución, término que corre en días calendario, a partir de su notificación, y b) Exhortar al Congreso Nacional, para que en el término máximo de sesenta días, elija a los funcionarios a que se refiere la norma declarada inconstitucional; a efecto de evitar que se produzcan acefalías, una vez retirada del ordenamiento jurídico la norma impugnada a la conclusión del plazo señalado”.
d) La Sentencia Constitucional 0066/2005, de 22 de septiembre de 2005, pronunciada en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por tres diputados nacionales, demandando la inconstitucionalidad del art. 88 de la Ley Electoral Nº 1984, por infringir el art. 60.VI de la Constitución Política del Estado (CPE); y en dicha circunstancia, el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 1), 54 y ss. de la LTC, había declarado:             “1. INCONSTITUCIONAL el art. 88 de la Ley Electoral, con los efectos derogatorios establecidos en el art. 58.III de la LTC y; 2. Instar al Poder Legislativo, que con carácter de urgencia sancione la Ley modificatoria al art. 88 de la Ley Electoral, ajustado a lo previsto por el art. 60.VI de la CPE.”

e) La Sentencia Constitucional 0007/2006, de 31 de enero de 2006, emitida en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por el Defensor del Pueblo, demandando la inconstitucionalidad de los arts. 33, 34 y 35 del Decreto Ley (DL) 7755, de 1 de agosto de 1966, denominado Ley del Servicio Nacional de Defensa, por ser presuntamente contrarios a las normas contenidas en los arts. 7 incs. d), e), g), 59.1ª, 71 al 81 (excepto el 79), 177.I, 186, 188.I, 213 y 229 de la Constitución Política del Estado (CPE); oportunidad en la cual el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE, arts. 7 inc. 1) y 54 y ss de la LTC: “1º DECLARA LA INCONSTITUCIONALIDAD por la forma, del DL 7755 de 1 de agosto de 1966; empero, difiere el efecto de la Sentencia por dos años, computables a partir de la legal notificación con la presente Sentencia; 2º DECLARA CONSTITUCIONALES, en cuanto a su contenido y con vigencia temporal por los dos años señalados en el numeral anterior, los arts. 33, 34 primera parte, y 35 del DL 7755, de 1 de agosto de 1966, denominado “Ley del Servicio Nacional de Defensa”; así como la segunda parte del art. 34 del DL 7755 que debe ser aplicada conforme la interpretación asumida en la presente Sentencia, y; 3º  EXHORTA al Poder Legislativo para que en dicho plazo subsane los vicios de origen de la indicada disposición legal, bajo conminatoria de que en caso de incumplimiento, la misma quedará expulsada del ordenamiento jurídico nacional al vencimiento del término antes señalado, a ese efecto, notifíquese a dicho Poder del Estado”.
f) La Sentencia Constitucional 0032/2006, de 10 de mayo de 2006, expedida en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por un Diputado Nacional, demandando la inconstitucionalidad de los arts. 68, 69, 72, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82 y 83 del Código de Minería (CM), por ser presuntamente contrarios a los arts. 2, 30, 59.5ª y 7ª, 136, 137, 138 y 228 de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya circunstancia, el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 1), 54 y ss. de la LTC, ha dispuesto expresamente que: “1º Declara la INCONSTITUCIONALIDAD de los artículos: 4 en su segundo acápite; 68; 69 en las frases: "contratos traslativos de dominio" y "los de opción de compra"; 72 segundo párrafo; 74 en el término "hipotecaria"; y 75 en la frase "junto con la concesión minera", del CM, (Ley 1777, de 17 de marzo de 1997), con efectos diferidos a dos años computables a partir de la legal citación con esta Sentencia, y EXHORTA al Poder Legislativo para que en dicho plazo, emita una Ley que regule las concesiones mineras en Bolivia, tomando en consideración los fundamentos jurídicos del presente fallo. En caso de no emitirse la nueva normativa encomendada en el término señalado, se producirán los efectos dispuestos por el art. 58.III de la LTC; 2º Declara LA CONSTITUCIONALIDAD de los arts. 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82 y 83 del CM. Se dispone la publicación de la presente Sentencia Constitucional en la Gaceta Oficial de Bolivia, así como la notificación al Ministro de la Presidencia para su cumplimiento.”

g) La Sentencia Constitucional 0085/2006, de 20 de octubre de 2006, dictada en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por un Senador suplente en ejercicio de la titularidad, demandando la inconstitucionalidad de los arts. 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del Decreto Supremo (DS) 28695, de 26 de abril de 2006, por considerar que infringen las normas de los arts. 2, 7 incs. a) y d), 14, 29, 31, 116.I y II, 125.I, 126.V y 228 de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya ocasión el Tribunal Constitucional en virtud de la jurisdicción que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 1) y 54 y ss. de la LTC, resolvió: “1º.- Declarar la INCONSTITUCIONALIDAD en cuanto a su contenido de los incisos d) de los arts. 3 y 4, así como del art. 15 del DS 28695 ahora impugnado, con los efectos señalados en el art. 58.III de la LTC; 2º.- Declarar la INCONSTITUCIONALIDAD por la forma de los arts. 1, 2, 3 incs. a), b), c), e), f), g), h); 4.I incs. a), b), c), h), i), j), e); 4.II, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 16 del DS 28695, difiriendo sus efectos por seis meses; 3º.- En consideración a los fundamentos jurídicos del presente fallo, EXHORTA al Poder Ejecutivo para que en el plazo de seis meses, subsane los vicios de origen de los arts. 1, 2, 3 incs. a), b), c), e), f), g), h); 4.I incs. a), b), c), h), i), j), e); 4.II, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14 y 16 del DS 28695. Caso contrario, los mismos quedarán expulsados del ordenamiento jurídico nacional al vencimiento del término antes señalado. A ese efecto, notifíquese a dicho Poder del Estado. Se dispone la publicación de la presente Sentencia Constitucional en la Gaceta Oficial de Bolivia, así como la notificación al Ministro de la Presidencia para su cumplimiento.”
h) La Sentencia Constitucional 0090/2006, de 17 de noviembre de 2006, pronunciada en el recurso indirecto o incidental de inconstitucionalidad promovido por el Presidente, Decano y Ministros de la Corte Suprema de Justicia y los Conjueces, demandando la inconstitucionalidad del primer párrafo del art. 2 de la Ley 3092, de 7 de julio de 2005, por vulnerar los arts. 6, 7 incs. a) y h), 14, 16, 32, 116.I y III, 117.I, 118.I.7ª, 228 y 229 de la Constitución Política del Estado (CPE), oportunidad en la que el Tribunal Constitucional, en virtud de la jurisdicción y competencia que ejerce por mandato de los arts. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 2) y 59 y ss. de la LTC, ha declarado: “1. INCONSTITUCIONAL la frase contenida en el primer párrafo del art. 2 de la Ley 3092, de 7 de julio de 2005: “el sujeto pasivo y/o tercero responsable”; 2. Queda el primer párrafo del art. 2 de la Ley 3092, de la siguiente manera: “Se establece que la resolución administrativa dictada por el Superintendente Tributario General para resolver el Recurso Jerárquico agota la vía administrativa, pudiendo acudirse a la impugnación judicial por la vía del proceso contencioso administrativo según lo establecido en la Constitución Política del Estado”; 3. EXHORTA al Poder Legislativo, que con carácter de urgencia sancione la Ley que establezca los casos y presupuestos en los que la Administración Tributaria tenga legitimación activa para interponer el proceso contencioso administrativo.”
i) La polémica y controversial Sentencia Constitucional 0018/2007, de 9 de mayo de 2007, que fue emitida en el recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad interpuesto por Senadores Nacionales, demandando la inconstitucionalidad del Decreto Supremo (DS) 28993 de 30 de diciembre de 2006, por ser presuntamente contrario a los arts. 2, 59.20ª, 96.1ª y 228 de la Constitución Política del Estado (CPE); en cuya circunstancia el Tribunal Constitucional en virtud de la jurisdicción y competencia que le confieren el art. 120.1ª de la CPE; arts. 7 inc. 1) y 54 y ss. de la LTC, había resuelto declarar la CONSTITUCIONALIDAD del DS 28993 de 30 de diciembre de 2006 disponiendo que: “a) Los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, Carlos Jaime Villarroel Ferrer, Wilfredo Ovando Rojas, Zacarías Valeriano Rodríguez y Bernardo Bernal Callapa, quedan cesantes de sus cargos a partir de su notificación con la presente Sentencia Constitucional; b) La presente Sentencia Constitucional no afectará los fallos y resoluciones dictadas por los cuatro Ministros de la Corte Suprema de Justicia nombrados interinamente, en los procesos que fueron de su conocimiento, así como en Sala Plena en los que intervinieron; c) Se EXHORTA al Congreso Nacional para que, en uso de la atribución contenida en el art. 59.20ª de la CPE, designe a la brevedad posible, a los Ministros titulares de la Corte Suprema de Justicia para cubrir las acefalías producidas como consecuencia de la presente Sentencia Constitucional.”

Hasta aquí, son variados los casos, y diversas las oportunidades en que el Tribunal Constitucional ha asumido un rol activo a momento de ejercer el control de constitucionalidad y, como se puede apreciar a simple vista, todos estos fallos van desde un simple consejo al legislador hasta fórmulas más coactivas, que llaman al legislador a regular una materia establecida en la Constitución; ello en razón de que -y como dice NOGUEIRA ALCALÁ- estas sentencias limitan la libertad de configuración del orden jurídico que desarrolla el legislador, ya que advierten la existencia de una situación jurídica que no es aún de inconstitucionalidad si actúa diligentemente el legislador para cubrir el eventual estado de inconstitucionalidad o para superar la situación producida por el desarrollo o evolución científico o técnico, que exige una adecuación a la nueva realidad. 


Resultan, desde todo punto de vista, absolutamente legítimas las sentencias exhortativas del Tribunal Constitucional, en la medida que advierten al legislador deficiencias graves de nuestro ordenamiento jurídico que deben ser corregidas con carácter inmediato, puesto que se hallan bajo el riesgo inminente de encontrarse al margen de la Constitución y consecuentemente de ser expulsadas del ordenamiento jurídico nacional, a cuyo efecto el Tribunal considera necesario dar al legislador la oportunidad de corregir omisiones, vicios y/o vacíos normativos, concediéndole un plazo razonable al efecto, posibilitando así que el legislador cumpla su función constitucional hasta ahora deficientemente desarrollada en muchos aspectos, todo ello, claro está, dentro del marco estrictamente constitucional e impuesto por nuestra propia Ley Fundamental.

Lic. Alan E. Vargas Lima.

alanvargas84@hotmail.com
alanvargas4784@gmail.com
Especialidad en Derecho Constitucional (UMSA).

La Paz (Bolivia): Diciembre de 2007.

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
AL PUEBLO DE BOLIVIA
El Tribunal Constitucional de Bolivia alerta a la Nación que la democracia, el Estado de Derecho, y la institucionalidad del país, se encuentran en grave peligro porque:

1. Desde el Gobierno, se pretende enjuiciar a los Magistrados del Tribunal a fin de evitar el control de constitucionalidad en los recursos sometidos a su conocimiento y otros que puedan emerger del proceso de reforma constitucional. Prueba de ello, es que el Tribunal, en el transcurso de la presente gestión, ha sufrido agresiones y atentados de sectores sociales, algunos de los cuales fueron identificados con el oficialismo.

2. El Presidente de la Republica, al referirse a la Sentencia Constitucional 0018/2007 (sobre la designación de cuatro Ministros de la Corte Suprema por Decreto) ha señalado que la misma es resultado de la venganza contra su cruzada anticorrupción y que sería una retribución a quienes designaron a los Magistrados. A tiempo de formular esta acusación, no ha tenido el menor reparo en difamar y condenar a los Magistrados, sin antes haber sido sometidos a juicio previo, violando derechos y garantías constitucionales de los miembros del órgano encargado del control de constitucionalidad. 

El objetivo claro y manifiesto es eliminar al guardián de la Constitución, sometiendo a sus miembros a un juicio político en el Congreso, el que sin duda actuará de acuerdo con la voluntad del Presidente de la República, convertido en juez y parte.

En suma, el pretendido juicio de responsabilidades constituye una flagrante injerencia del Poder Ejecutivo en otro poder del estado, que busca así la acumulación de los tres poderes en sus manos, desconociendo el principio de división e independencia de poderes prevista en el art. 2 de la Constitución Política del Estado.

3. Con la imposición que el Presidente de la República pretende hacer a los magistrados, en términos de que le debemos obediencia en el ejercicio de nuestras funciones, sin tener en cuenta que sólo estamos sometidos al mandato de la Constitución, la “independencia” de los tres poderes (que debe ser la base del gobierno por mandato constitucional), está en peligro y en riesgo de desaparecer. Y con ella: la seguridad jurídica, pilar fundamental de la democracia y de la vida institucional del país.

Se advierte una sistemática persecución a los administradores de justicia en busca de su obsecuencia a la voluntad del poder político.

4. El Tribunal Constitucional, cuya incorporación a la Constitución Política del Estado fue la mayor conquista del pueblo boliviano, en resguardo de los derechos y garantías constitucionales, corre el riesgo de ser eliminado por el actual Gobierno. No otra cosa significa que en el proyecto de la nueva Constitución, enviado por el partido oficialista y el propio Poder Ejecutivo a la asamblea constituyente se esté considerando la consumación de ese atentado

5. ¿Qué seguridad jurídica puede ofrecer el Gobierno con una conducta amenazadora y de hostigamiento a los Magistrados, de que: si no acompañan el proceso de cambio y fallan en correspondencia a sus dictados serán procesados, marginados o agredidos físicamente?

6. Los Magistrados del Tribunal Constitucional denuncian a la opinión pública nacional y a la comunidad internacional este insólito avasallamiento y declaran que ninguna amenaza les hará declinar en su posición firme de defender el imperio de la Constitución Política del Estado y de las leyes, por encima de los intereses políticos y/o personales que se les pretenda imponer.

Con la conciencia limpia de toda culpa y con la frente en alto: por el deber cumplido, asumiremos, en su caso, defensa ante los tribunales que juzguen nuestros actos.

7. Finalmente, es oportuno recordar que todos los Magistrados del Tribunal Constitucional fueron designados en la sesión de Congreso para elegir a autoridades del Poder Judicial, Congreso del que formaba parte el actual Presidente Evo Morales Ayma, así como muchos de los miembros del partido de gobierno.

Muchas gracias.

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
Sucre, 17 de mayo de 2007

EN DEFENSA DE LA INSTITUCIONALIDAD DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Y DE LA HONORABILIDAD DE SUS MAGISTRADOS
Ante la nueva afrenta de parte del Gobierno Nacional contra el Tribunal Constitucional y sus Magistrados, respecto de la emisión de la Sentencia Constitucional (SC) 0018/2007 de 9 de mayo, el Personal del Tribunal Constitucional expresa lo siguiente: El Tribunal Constitucional de Bolivia constituye el órgano de mayor prestigio nacional por la transparencia que ha demostrado en sus actuaciones a lo largo de los casi ocho años de labor jurisdiccional, lo cual es reconocido internacionalmente al haberse situado entre las instituciones de justicia constitucional de mayor autoridad en América Latina, siendo sus Sentencias y su jurisprudencia, un referente para otros países. 

Dicho prestigio se debe a la incansable labor de todos los Magistrados que han pertenecido y pertenecen al Tribunal Constitucional, que no han declinado jamás en el cumplimiento de las funciones que la Constitución Política del Estado les ha encomendado, es decir, el control de la constitucionalidad en Bolivia y el resguardo por el respeto de los derechos fundamentales de las personas, encontrándose sometidos únicamente a la Constitución. 

Por ello, todo el Personal del Tribunal Constitucional expresa su total e incondicional apoyo a la actuación de los Magistrados de este órgano, quienes en cumplimiento estricto de sus funciones en cabal respeto y apego a la Constitución demuestran una permanente y denodada lucha por la constitucionalidad en el país, así como una honestidad inquebrantable y la transparencia que caracteriza solamente a las personas comprometidas con el fortalecimiento de la democracia y del país todo. Asimismo, rechaza firmemente los afanes políticos de pretender enjuiciar a las autoridades del Tribunal Constitucional que únicamente han actuado conforme dispone la Constitución y el ordenamiento jurídico, vislumbrando en las injustificadas acusaciones provenientes del Poder Ejecutivo, un claro avasallamiento al Poder Judicial y al Tribunal Constitucional, en total desconocimiento del principio de separación de funciones consagrado en el art. 2 de la Ley Fundamental, que constituye la piedra angular de un Estado Democrático de Derecho. 

Por la democracia e institucionalidad del país y el respeto del órgano contralor de la Constitucionalidad en Bolivia y guardián de los derechos humanos. 

PERSONAL DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

A LA OPINIÓN PÚBLICA
La SC 0018/2007, de 9 de mayo de 2007, que declaró la constitucionalidad del Decreto Supremo 28993, de 30 de diciembre de 2006, ha provocado comentarios que distorsionan el sentido y los fundamentos de la indicada Resolución, por lo que a través de este comunicado, el Tribunal Constitucional aclara los cuestionamientos más relevantes que se han hecho al fallo antes aludido: 

1. Respecto a la supuesta usurpación de funciones en que habría incurrido el Tribunal Constitucional al disponer la cesación de funciones de los Ministros designados mediante DS 28993 

La SC 0018/2007 fue pronunciada por el Tribunal Constitucional en el marco de la Constitución Política del Estado y las atribuciones que le otorga la Ley del Tribunal Constitucional, cuyo art. 48, en concordancia con la norma contenida en el art. 58 de la misma Ley, determina que en la parte resolutiva de la sentencia, el Tribunal debe pronunciarse sobre el fondo del recurso, su dimensionamiento en el tiempo y los efectos sobre lo resuelto; consecuentemente, las sentencias pronunciadas dentro de los recursos de inconstitucionalidad no se limitan a declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma legal impugnada, sino que también deben pronunciarse sobre los efectos de lo resuelto, que es lo que aconteció en la SC 0018/2007. 

El Tribunal Constitucional, en resguardo del principio de conservación de la norma, puede interpretar las disposiciones legales, adoptando el entendimiento que concuerde con la Constitución. Lo que significa que, sometida una norma al control de constitucionalidad, el Tribunal no sólo tiene la opción de declarar su constitucionalidad o inconstitucionalidad, sino que también puede interpretarla conforme a la Constitución, disponiendo los efectos de esa interpretación. Así, en la SC 0018/2007, el Tribunal Constitucional declaró la constitucionalidad del Decreto Supremo impugnado, porque para su emisión, se produjeron las dos condiciones que el art. 96.16 de la Constitución prevé para que el Presidente de la República ejerza excepcionalmente la potestad que la misma le confiere –acefalía producida por muerte o renuncia y receso del Congreso-; sin embargo, fue obligación del Tribunal analizar e interpretar la referida disposición que establece el carácter interino de las funciones de las personas designadas por el Presidente, pronunciando así una Sentencia interpretativa e integradora. 

2. Con relación a que el Tribunal Constitucional basó su Resolución en una norma que se encuentra derogada 

La SC 0018/2007 fundamentó su decisión en las normas, valores y principios constitucionales, estableciendo que el interinato sólo puede ser conforme a la Constitución si tiene un término de duración, pues, de lo contrario, la previsión constitucional del carácter interino de la designación, carecería de significación y concreción, ya que, en los hechos, se permitiría la prolongación indefinida de los funcionarios designados por el Poder Ejecutivo. 

Esta afirmación, por otra parte, encuentra sustento en el propio ordenamiento jurídico del país, es decir en la Ley de 2 de octubre de 1911 que se encuentra plenamente vigente, siendo falso que esa ley esté derogada en virtud a la reforma constitucional de 1938, por los siguientes motivos: a) La facultad presidencial de nombramiento interino estuvo presente en la Constitución desde la reforma constitucional de 1839, sin establecerse un plazo para la duración del interinato, dejando que ese aspecto fuera desarrollado por las leyes, siendo una de ellas, precisamente, la Ley de 30 de noviembre de 1883, que posteriormente fue derogada por la Ley de 2 de octubre de 1911; b) La reforma constitucional de 1938, al igual que las anteriores, no estableció ningún plazo de duración del interinato; en consecuencia, no pudo derogar ninguna norma que establecía ese plazo, en este caso la Ley de 1911, pues no existe oposición entre esta Ley y la Constitución de 1938, más bien existe complementariedad. 

Cabe recalcar que la única modificación realizada por la reforma constitucional de 1938 fue la relativa al receso parlamentario, que no está vinculada a la duración de interinato sino a las condiciones que deben cumplirse para que el Presidente ejerza esa facultad; no existiendo, en consecuencia, ningún sustento jurídico para afirmar que esa norma ha sido derogada por la reforma constitucional de 1938, sólo afanes de manipulación de la opinión pública y de desprestigio a este órgano de control de constitucionalidad. 

3. Respecto a la supuesta aplicación de normas del Estatuto del Funcionario Público y su Reglamento a los funcionarios designados interinamente por el Presidente 

La Sentencia en ningún momento dispuso la aplicación de las normas del Estatuto del Funcionario Público y su Reglamento a los funcionarios designados interinamente por el Presidente de la República, lo único que hizo fue tomar como criterio de comparación el término de 90 días para la duración máxima de los interinatos, pues el art. 5 del Estatuto establece un plazo igual al contenido por la Ley de 1911 para la duración de los funcionarios interinos. 

En ese sentido, la Sentencia, luego de realizar un análisis de los principios, valores y normas constitucionales, concluyó que el interinato no podía extenderse indefinidamente, y que el órgano legislativo, una vez retomadas sus funciones, luego del receso parlamentario, debe designar inmediatamente a las autoridades judiciales, conforme a la obligación que le impone la norma constitucional. En el contexto de ese razonamiento, se cita el plazo previsto por la Ley de 1911, plenamente vigente, y las normas del Estatuto del Funcionario Público y su Reglamento, que son coincidentes en cuanto a la duración del interinato. 

En todo caso, se debe aclarar que ni el Estatuto del Funcionario Público ni su Reglamento, se constituyen en la razón fundamental del fallo; toda vez que, como se tiene dicho, las razones para fijar un plazo para la duración del interinato, nacen de la interpretación de los principios, valores y normas de la Constitución, y sólo accesoriamente, con el fin de realizar una interpretación integradora del ordenamiento jurídico, se citaron las normas antes aludidas, conforme se extrae del siguiente párrafo de la Sentencia: 

“Resulta imprescindible dejar sentado que, en una interpretación integradora, ambas disposiciones mencionadas, es decir, tanto la Ley de 2 de octubre de 1911, como las normas del Estatuto del Funcionario Público antes referidas, se basan en la naturaleza del interinato, que de acuerdo a la doctrina radica en la temporalidad de las funciones, es decir, que los funcionarios interinos se tornan en provisorios durante el tiempo que les cabe desempeñar sus funciones con todas las prerrogativas, competencias y potestades inherentes al cargo, aplicándose de forma extensiva el tiempo fijado por las normas referidas al caso concreto ahora examinado, puesto que la designación con carácter interino es temporal, nunca indefinida, de modo que tiene que establecerse como lapso máximo de la interinidad, los noventa días que fijan los arts. 5 inc. e) del EFP y 12 inc. e) de su Reglamento, por cuanto la cobertura de un puesto o cargo público por impedimento del que era su titular -muerte o renuncia-, se presenta como una necesidad concreta y transitoria, más aún en el caso hoy analizado, en el que ya el Congreso Nacional ha retomado sus funciones habituales, no se encuentra en receso y tiene el deber de cumplir con la designación de autoridades del Poder Judicial”. 

4. Sobre la supuesta contradicción del fallo con la línea jurisprudencial contenida en la SC 0129/2004 

La SC 0018/2007 fue pronunciada siguiendo la línea jurisprudencial del Tribunal Constitucional contenida en las SSCC 0218/2004-R de 11 de febrero y 0129/2004 de 10 de noviembre, que se constituyen en sus precedentes obligatorios, respecto a las condiciones que deben darse para que se viabilice la facultad del Presidente contenida en el art. 96.16 de la CPE: renuncia o muerte de la autoridad a ser reemplazada, y receso parlamentario. 

La SC 0129/2004 declaró la inconstitucionalidad del Decreto Supremo impugnado en ese entonces, porque faltaba una de las condiciones anotadas precedentemente para que el presidente efectúe las designaciones, cual era el receso parlamentario. Consecuentemente, en esa sentencia no se analizó el tema de la interinidad, porque al no darse las condiciones establecidas constitucionalmente para el ejercicio de la atribución presidencial, no podía ingresarse al contenido de fondo de esa atribución; por ello, esa sentencia sobre el tema de la interinidad, no puede ser considerada un precedente jurisprudencial. 

La SC 0018/2007 declaró la constitucionalidad del DS 28993 de 30 de diciembre de 2006, debido a que se cumplieron las condiciones previstas en el art. 96.16 de la CPE; sin embargo, en el análisis de contenido de esa facultad, que establece expresamente que los nombramientos son interinos, el Tribunal Constitucional estableció que esa designación no puede prolongarse indefinidamente, sino que debe tener un límite. 

En ese entendido, el Tribunal Constitucional, haciendo la interpretación integradora referida en los puntos precedentes, comprobó que ya había fenecido el plazo de 90 días de interinato; en consecuencia, no podía permitir la prolongación de las funciones de los Ministros designados por Decreto Supremo, restándole sólo establecer las emergencias de su decisión, en resguardo de la seguridad jurídica del país, de la población y de toda persona que tiene procesos a ser dirimidos en la Corte Suprema de Justicia, motivo por el cual expresó que al haberse cumplido los 90 días de interinato, los Ministros quedaban cesantes de sus cargos al momento de ser notificados con la Sentencia, aclarando a la vez que, al existir un lapso entre el fenecimiento de los 90 días antes señalados y la emisión de la SC 0018/2007, todas las actuaciones y decisiones asumidas por los cuatro Ministros referidos eran válidas hasta el momento de la notificación con la Sentencia Constitucional, precautelando el principio de seguridad jurídica. En la misma Sentencia, se exhortó al Poder legislativo para que cumpla con la atribución de nombrar ministros titulares de la Corte Suprema, a la brevedad posible para cubrir las acefalías existentes. 

Como se puede apreciar, el Tribunal Constitucional, por el sólo hecho de resguardar el sistema democrático, que se basa en el principio de división de poderes, está siendo víctima de una persecución por parte del órgano ejecutivo, que ha instaurado un juicio de responsabilidades contra los cuatro magistrados que firmaron la SC 0018/2007, juicio en el cual, en ejercicio de su derecho a la defensa previsto en la Constitución Política del Estado y los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos, haciendo uso de los recursos previstos en el ordenamiento jurídico, ha presentado excepciones de previo y especial pronunciamiento que están siendo analizadas por la Comisión de Constitución, Justicia y Policía Judicial de la Cámara de Diputados. 

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
 Viernes 1º de junio de 2007.
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Licenciado en Derecho
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((( Palabras pronunciadas por quien fuera Magistrado del Primer Tribunal Constitucional de España,             Dr. Francisco Tomás y Valiente (octubre de 1994).


(((( Extracto del discurso pronunciado por quien fue Primer Presidente del Tribunal Constitucional de Bolivia, Dr. Pablo Dermizaky Peredo, para el inicio de sus labores jurisdiccionales (31 de mayo de 1999).


� Siguiendo el criterio de RIVERA SANTIVAÑEZ, mediante dicha Ley de Reformas del año 94’, se reformaron aproximadamente 35 artículos de la Constitución Boliviana, y dichas modificaciones pueden resumirse en lo siguiente: a) Inserción de los pueblos originarios y comunidades indígenas a la estructura social del Estado, a cuyo efecto se definió la estructura social como multiétnica y pluricultural, así como de las bases de su organización como son la unión y la solidaridad; b) Modificaciones en el sistema electoral, cambiando el requisito de la edad para el ejercicio de la ciudadanía de 21 años que regía hasta entonces, a 18 años; c) Fortalecimiento del Poder Legislativo, a través de la reforma del sistema de elección de los Diputados para devolverles legitimidad y representatividad, con la introducción del sistema del doble voto en circunscripciones uni y plurinominales; d) Estabilidad y gobernabilidad en el ejercicio del gobierno nacional, reformando la reglas para la elección congresal del Presidente y Vicepresidente de la República, en aquellos casos en los que ninguno de los candidatos obtenga mayoría absoluta de votos en las elecciones generales;    e) Plena vigencia y protección de los derechos humanos como base del orden democrático constitucional, a cuyo efecto se ha creado la Defensoría del Pueblo con la misión de velar por la vigencia y cumplimiento de los derechos y garantías de las personas con relación al sector público; f) Fortalecimiento de los gobiernos locales autónomos como unidades básicas del desarrollo sostenible sobre la base de la planificación participativa y el control social; g) Seguridad jurídica y fortalecimiento del orden constitucional reformando la estructura del Poder Judicial, mediante la creación del Tribunal Constitucional como máximo intérprete jurisdiccional de la Constitución, asignándole la función del control concentrado de constitucionalidad, aunque se ha mantenido de forma paralela el control difuso. (RIVERA SANTIVAÑEZ José Antonio. “Reforma Constitucional en Democracia”, puede verse en el Libro colectivo: “Análisis de la Reforma a la Constitución Boliviana”. Editado por la Academia Boliviana de Estudios Constitucionales. Santa Cruz (Bolivia): Editorial EL PAÍS, Noviembre de 2002. Págs. 5-8) (las cursivas me corresponden)


� “De manera general se puede conceptuar el control de constitucionalidad como aquella acción política o jurisdiccional que tiene la finalidad de garantizar la primacía de la Constitución, la que debe ser acatada y cumplida por todos los órganos del poder público, por los gobernantes y gobernados, así como aplicada con preferencia a las leyes decretos o resoluciones. Se trata -nos dice RIVERA SANTIVAÑEZ- de una acción encaminada a verificar el cumplimiento de las condiciones de validez constitucional del ejercicio del poder político en una triple dimensión: a) la normativa, a partir de la verificación de las condiciones de validez formal y material de las disposiciones legales, b) resguardar y proteger los derechos fundamentales y garantías constitucionales contra los actos o resoluciones ilegales o indebidos que los vulneren; y c) verificar que los diferentes órganos del poder constituido ejerzan sus funciones en el marco de las competencias asignadas por la Constitución.” (RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “Temas de Derecho Procesal Constitucional”. Primera Edición. Cochabamba (Bolivia): Grupo Editorial KIPUS, Junio de 2007. Pág. 27).


Respecto de la Evolución de la Justicia Constitucional en Bolivia, el mencionado autor y ex-magistrado del Tribunal Constitucional de Bolivia, expone lo siguiente: “En la dinámica de las reformas y modificaciones del sistema constitucional, en cuanto se refiere al tema del control de constitucionalidad, el Estado boliviano adoptó los diferentes modelos que se conocen en la doctrina del Derecho Constitucional. Así en un primer momento de su vida republicana (1826 - 1861), bajo la influencia del liberalismo francés, el modelo político de control de constitucionalidad. En una segunda etapa (1861 - 1994), adoptó el modelo americano, es decir, el sistema jurisdiccional difuso de control de constitucionalidad. Finalmente en la tercera etapa (1994 en adelante), adoptó el sistema jurisdiccional mixto con presencia de los elementos del modelo americano o control difuso y el modelo europeo o control concentrado.” 


Posteriormente, para definir el actual sistema de control de constitucionalidad en nuestro país, el mismo autor nos explica lo siguiente: “Tomando en cuenta la caracterización de los diferentes modelos de control de constitucionalidad establecida en la doctrina constitucional, se puede afirmar que en la reforma constitucional de 1994, Bolivia ha adoptado un modelo de control jurisdiccional mixto. Es decir, la labor del control de constitucionalidad ha sido encomendada a los organismos jurisdiccionales de carácter técnico-jurídico, que la desarrollan a través del conocimiento y substanciación de las acciones, demandas y recursos planteados por quienes están legitimados por la Constitución y la Ley. Es un sistema en el que concurren los elementos del control difuso así como del concentrado. En efecto, la reforma constitucional de 1994 creó el “Tribunal Constitucional” como organismo especializado, encargado del control de constitucionalidad, empero, el art. 228 de la Constitución, que no fue modificado por la reforma constitucional, mantiene el sistema de control difuso cuando dispone que “La Constitución Política del Estado es la ley suprema del ordenamiento jurídico nacional. Los tribunales, jueces y autoridades la aplicarán con preferencia a las leyes, y éstas con preferencia a cualesquiera otras resoluciones”, lo que significa que todos los jueces y tribunales tienen la obligación de aplicar la Constitución, al resolver un proceso judicial que llega a su conocimiento, en aquellos casos en los que se presente una contradicción de la disposición legal aplicable a los mismos, con las normas de aquélla, lo cual constituye un control de constitucionalidad y se encuadra en el modelo americano del "judicial review" o revisión judicial. Por otro lado, los juzgados y tribunales judiciales ordinarios ejercen el control de constitucionalidad, en el rubro del control del ejercicio de los derechos fundamentales y garantías constitucionales, conociendo y resolviendo los recursos de hábeas corpus y amparo constitucional.” (RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “Introducción a la Justicia Constitucional en Bolivia”. Ponencia en su calidad de Magistrado, que se encuentra disponible en la página web del Tribunal Constitucional de Bolivia: � HYPERLINK "http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/ArticuloId-10.html" ��http://www.tribunalconstitucional.gov.bo/ArticuloId-10.html�; marzo de 2002). (el subrayado me corresponde).


� Creemos pertinente reunir aquí los criterios que en el Derecho Procesal Constitucional Boliviano se manejan, a la hora de definir la situación actual de la Justicia Constitucional en Bolivia. De ahí que, y respecto al sistema de control de constitucionalidad vigente en Bolivia, vemos conveniente rescatar los conceptos y criterios que fueran expuestos y fundamentados jurídicamente por el Dr. WILLMAN  R. DURÁN RIBERA, cuando ejercía funciones como Decano del Tribunal Constitucional, y he aquí sus ideas: “En efecto, la creación del Tribunal Constitucional en la reforma a nuestra Ley Fundamental de 1994, y la promulgación de la Ley Nº 1836 el 1º de abril de 1998 [Ley del Tribunal Constitucional], significó, en lo formal, un cambio en la estructura orgánica de la justicia boliviana y, en lo sustancial, la consolidación de la supremacía constitucional; garantizando con ello, su función directriz, en la creación, aplicación e interpretación del ordenamiento jurídico del país. Al año siguiente (junio de 1999), los fallos del Tribunal, nos sumergieron súbitamente a los juristas bolivianos de todas las materias y funciones, en una temática que desbordó sin lugar a dudas, la percepción que se tenía sobre los alcances de sus pronunciamientos, cuando se iniciaron los debates parlamentarios relativos a la creación, naturaleza y alcances de las decisiones del Tribunal (…)”. 


Posteriormente, para interpretar el alcance de las normas que consagran el sistema de control de constitucionalidad que nació en la reforma constitucional de 1994, nuestro recordado ex-magistrado señalaba: “La reforma constitucional de 1994 creó un órgano dedicado de manera exclusiva al control de constitucionalidad: El Tribunal Constitucional, al que la Constitución le asigna diez atribuciones (…) [ello según la redacción del Artículo 120º de la Constitución Política del Estado reformada en 1994]. De las competencias que la Constitución le asigna al Tribunal, se extrae con toda claridad que a éste órgano jurisdiccional, el legislador constituyente, le encomendó las tres funciones que el control de constitucionalidad representa, esto es: 1) el control normativo de constitucionalidad, 2) el control de los límites del ejercicio del poder político, 3) el control sobre la salvaguarda de los derechos y garantías. La idea que subyace al modelo de control concentrado de constitucionalidad que nace en la reforma de 1994, se corrobora en la ley de desarrollo constitucional, esto es la Ley Nº 1836. En efecto, el artículo 59 de la Ley del Tribunal Constitucional (LTC) establece que: El recurso indirecto o incidental procederá en los procesos judiciales o administrativos cuya decisión dependa de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, decreto o cualquier género de resolución no judicial aplicable a aquellos procesos. Este recurso será promovido por el juez, tribunal o autoridad administrativa, de oficio o a instancia de parte. Lo anterior determina -según criterio del entonces magistrado- que ningún juez, tribunal u órgano administrativo está autorizado para inaplicar norma jurídica alguna, dado que en caso de duda sobre la constitucionalidad de una norma a aplicar al caso concreto que ha de resolver, debe promover el incidente de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional. Este entendimiento interpretativo concuerda plenamente con lo establecido en el art. 2º de la LTC, cuando establece: Se presume la constitucionalidad de toda ley, decreto, resolución y actos de los Órganos del Estado hasta tanto el Tribunal Constitucional resuelva y declare su inconstitucionalidad. Como se puede apreciar -nos lo confirma nuestro dignísimo ex-magistrado- la norma de desarrollo constitucional reconoce que el Tribunal Constitucional es el único órgano que puede inaplicar normas o [dejar sin efecto] actos de los órganos del Estado. Esta idea es a todas luces incompatible con un sistema de control difuso (…). A lo indicado debe agregarse que la misma Constitución consagra como atribución 8ª del Tribunal Constitucional, el Absolver las consultas del Presidente de la República, el Presidente del Honorable Congreso Nacional y el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o resoluciones, o de leyes, decretos o resoluciones aplicables a un caso concreto. La opinión del Tribunal Constitucional es obligatoria para el órgano que efectúa la consulta.(…), lo que corrobora el entendimiento interpretativo expuesto, de que la Constitución, en la reforma constitucional del 94’ encomienda el control de constitucionalidad al Tribunal Constitucional en exclusiva. (…)”.               “El Sistema de Control de Constitucionalidad vigente en Bolivia”, ha sido ampliamente analizado y expuesto por el ex-Decano del Tribunal Constitucional Dr. Willman R. Durán Ribera, en el Seminario Internacional sobre Justicia Constitucional y Estado de Derecho. Al respecto puede consultarse: VI SEMINARIO INTERNACIONAL: “Justicia Constitucional y Estado de Derecho”, (Sucre, 26 y 27 de junio de 2003). Memoria Nº 7. Sucre (Bolivia): Editorial Tupac Katari, 2003. Págs. 187-202. (el subrayado me corresponde)


Asimismo, debemos rescatar aquí la doctrina jurisprudencial que ha sentado el Tribunal Constitucional sobre el tema en cuestión, de ahí que ha visto por conveniente establecer los alcances del control de constitucionalidad que ejerce en el desarrollo de sus funciones jurisdiccionales: “ (…) Con carácter previo a dilucidar la problemática planteada, este Tribunal considera necesario precisar los alcances del control de constitucionalidad que ejerce a través de los recursos de inconstitucionalidad, por cualquiera de las dos vías reconocidas -directa o indirecta-. En ese orden, cabe señalar que el control de constitucionalidad abarca los siguientes ámbitos: a) la verificación de la compatibilidad o incompatibilidad de las disposiciones legales impugnadas con las normas de la Constitución Política del Estado, lo que incluye el sistema de valores supremos, principios fundamentales, así como los derechos fundamentales consagrados en dicha Ley Fundamental; b) la interpretación de las normas constitucionales así como de la disposición legal sometida al control desde y conforme a la Constitución Política del Estado; c) el desarrollo de un juicio relacional para determinar si una norma legal es o no conforme con las normas constitucionales; determinando previamente el significado de la norma legal por vía de interpretación; y d) la determinación de mantener las normas de la disposición legal sometida al control. De lo referido se concluye que el control de constitucionalidad no alcanza a la valoración de los fines, los propósitos, la conveniencia o beneficios que pudiese generar la disposición legal sometida a control; lo que significa que el Tribunal Constitucional, como órgano encargado del control de constitucionalidad, no tiene a su cargo la evaluación de si son convenientes, oportunos o benéficos los propósitos buscados por las normas impugnadas, su labor se concentra en el control objetivo de constitucionalidad de las disposiciones legales impugnadas (…)”(Sentencia Constitucional 0051/2005, de 18 de agosto de 2005).


� El ex-Presidente del Tribunal Constitucional de Bolivia Dr. René Baldivieso Guzmán, al hacer referencia a los antecedentes de la creación de la mencionada institución en nuestro país nos hace conocer lo siguiente: “En un documento emitido por la Corte Suprema de Justicia, de 29 de marzo de 1993 se decía: Significaría en los hechos, un inaudito atentado contra el régimen de la juridicidad puesto que la Corte Suprema quedaría reducida, en su función específica, a una rutinaria labor de tribunal de casación o para la solución de los recursos de nulidad en los trámites ordinarios, olvidando que la Corte Suprema no es sólo el más alto Tribunal de Justicia de la República, sino el custodio de la moral pública que debe proteger a la sociedad de los abusos del poder, el respeto a la ley y el imperio del Derecho. No deja de llamar la atención en este documento -agrega dicho autor- que se haga referencia a una rutinaria labor de tribunal de casación, siendo así que esa labor jurisdiccional del más alto tribunal en materia de justicia ordinaria implica, por el contrario, el estudio meditado y responsable de cada caso para sentar una jurisprudencia que no puede ser producto precisamente de la rutina, sino de interpretaciones creativas de la ley.”(BALDIVIESO GUZMAN, René. “Derecho Procesal Constitucional. Tribunal, Procedimientos y Jurisprudencia en Bolivia”. Primera Edición. Santa Cruz (Bolivia): Industrias Gráficas SIRENA, mayo de 2006. Págs. 29-30)


� “Como tal, debería ser un órgano absolutamente independiente de los Órganos de Poder, toda vez que su labor fundamental es ejercer el control sobre todos lo actos, resoluciones y decisiones de los gobernantes, es decir de las autoridades, funcionarios y personas particulares, de manera que los mismos estén encuadrados en las normas de la Constitución Política del Estado. Empero, el texto del art. 116 de la Constitución, aprobado mediante la Ley Nº 1585 de Reforma Constitucional, ubica al Tribunal Constitucional en la estructura del Órgano Judicial, lo que implica que forma parte integrante de dicho órgano de poder. La norma distorsiona la naturaleza del Tribunal Constitucional que, siendo el organismo encargado del control de constitucionalidad y máximo intérprete de la Constitución, debe gozar de absoluta independencia de los demás órganos de Poder cuyos actos controla.”(RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Procesos Constitucionales en Bolivia”. Segunda Edición actualizada. Cochabamba (Bolivia): Grupo Editorial KIPUS, Marzo de 2004. Pág. 123)


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL EN BOLIVIA. Cinco años en defensa del orden constitucional y democrático”. [citado: Diciembre, 2004], pp.1-28. Artículo consultado en la World Wide Web: <� HYPERLINK "http://www.us.es/cidc/ponencias/justicia/JoseAntonioRivera.pdf" ��http://www.us.es/cidc/ponencias/justicia/JoseAntonioRivera.pdf�>.


Estos importantes criterios y otras fundamentaciones doctrinales del mismo autor, fueron recogidos sucintamente por el Tribunal Constitucional de Bolivia, a tiempo de presentar su propuesta institucional a la Asamblea Constituyente que se había instalado en nuestro país, y ello lo hicieron “en la convicción de que su aporte viene siendo fundamental en la construcción permanente de una conciencia nacional cada vez más respetuosa del a Constitución, de sus altos valores y principios, siendo al mismo tiempo un instrumento eficaz que ha sabido controlar, en el marco estricto de sus competencias y atribuciones constitucionales, todo exceso y toda violación de derechos fundamentales puestos a su conocimiento(…)”, para que ese rol sea fortalecido por dicha Asamblea, frente al constante ataque e intento de eliminación que ha venido sufriendo en los últimos años a consecuencia de sus fallos que han sido tachados injustamente de extra-limitados, y que han provocado grandes debates a nivel nacional. Al respecto puede verse: TRIBUNAL CONSTITUCIONAL DE BOLIVIA. “EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ANTE LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE”. Primera Edición. Sucre (Bolivia): Imprenta Editorial TUPAC KATARI, Agosto de 2006. pp. 87.


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL EN BOLIVIA. Cinco años en defensa del orden constitucional y democrático”. [Diciembre, 2004] Artículo consultado en: <� HYPERLINK "http://www.us.es/cidc/ponencias/justicia/JoseAntonioRivera.pdf" ��http://www.us.es/cidc/ponencias/justicia/JoseAntonioRivera.pdf�>.


� Mayores detalles sobre éste debate y sus fundamentaciones, pueden verse en: “El carácter vinculante de las Resoluciones del Tribunal Constitucional”. Resumen de la intervención de la Corte Suprema de Justicia y del Tribunal Constitucional en la Audiencia Pública realizada el 19 de mayo de 2004, a convocatoria de la Comisión Mixta de Constitución, Justicia, Policía Judicial, Ministerio Público, Derechos Humanos y Régimen Electoral del H. Congreso Nacional. (Documento editado por la Unidad de Relaciones Públicas del Tribunal Constitucional. Sucre, Junio de 2004. 32 pp.).


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Procesos Constitucionales en Bolivia”. Pág. 91.


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “Temas de Derecho Procesal Constitucional”. Pág. 273.        Sobre éste aspecto también se pronuncia NOGUEIRA ALCALÁ, en cuyo acertado criterio: “La sentencia de un Tribunal Constitucional más que un acto procesal que pone término a un conflicto jurídico, como ocurre con las sentencias de los tribunales ordinarios de justicia, es además una decisión con trascendencia política, ya que realiza una labor de interpretación de valores y principios y una actividad integradora del derecho. Así lo explicita correctamente Bocanegra al señalar que el papel atribuido al Tribunal Constitucional sobre la norma fundamental y las cuestiones sobre las que tiene que pronunciarse, sin perder en absoluto su carácter jurídico, tiene inevitablemente una proyección y una trascendencia políticas, muchas veces de importancia decisiva, lo que sitúa al Tribunal Constitucional, aun cuando sus sentencias continúan siendo pronunciamientos estrictamente jurídicos, en una posición principalmente distinta a la de los tribunales ordinarios.”(NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Consideraciones sobre las Sentencias de los Tribunales Constitucionales y sus Efectos en América del Sur. Ius et Praxis. [online]. 2004, vol.10, no.1 [Artículo citado en fecha 22 Diciembre 2007], p.113-158. Artículo disponible en World Wide Web: <� HYPERLINK "http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S071800122004000100005&lng=es&nrm=iso&tlng=es" ��http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S071800122004000100005&lng=es&nrm=iso&tlng=es�>. ISSN 0718-0012.)


� Sin embargo, y siguiendo el criterio del autor RIVERA SANTIVAÑEZ, es importante tener en cuenta los aspectos siguientes: “cabe aclarar que la doctrina del Derecho Procesal Constitucional plantea una excepción a la regla relacionada con el principio de congruencia; y es que en el ámbito del control normativo de constitucionalidad el Tribunal Constitucional tiene que efectuar una contrastación de la disposición legal impugnada con la totalidad de la Constitución, esto es más allá de las disposiciones o normas que el recurrente hubiese impugnado; ello porque los efectos de la sentencia que declare la constitucionalidad de la disposición legal impugnada, causa estado y tiene efecto erga omnes, de manera que impide toda posibilidad de una nueva impugnación, entonces el Tribunal Constitucional está obligado a realizar el examen integral de la Constitución en el momento de efectuar el juicio de constitucionalidad. De otro lado le está reconocido por Ley al Tribunal Constitucional, el declarar la inconstitucionalidad de otras disposiciones legales conexas con la disposición legal impugnada y declarada inconstitucional, no obstante de que dichas normas no hubiesen sido impugnadas inicialmente en el recurso, así está previsto por el art. 58-IV de la Ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional. Claro está que, el uso de esa excepción debe encuadrarse a los límites generales que impone el principio. Un ejemplo del uso de la excepción a la regla es la SC 101/2004 de 14 de septiembre” (RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. Obra Citada. Pág. 270.) (el subrayado me corresponde)


� En el sistema de control de constitucionalidad vigente en Bolivia, el legislador ha previsto expresamente que las decisiones del Tribunal Constitucional serán adoptadas mediante votación por la mayoría de su miembros, reconociendo el derecho a la disidencia; para éste último caso impone la obligación al Magistrado de fundamentar su voto disidente; así se dispone en el artículo 47 de la Ley Nº 1836 del Tribunal Constitucional.


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. Obra Citada. Págs. 270-272.


� “(…) La necesidad de modular las sentencias constitucionales surge de la constatación de que una disposición legal acusada de inconstitucional contiene distintas normas, las mismas que a su vez admiten diversas interpretaciones razonables, de las que unas son compatibles con la Constitución y otras no. En esa situación, una sentencia de simple declaración de constitucionalidad o inconstitucionalidad no constituye el camino más correcto para resolver el conflicto y responder adecuadamente a la solución del problema planteado. Pues, como razona la Corte Constitucional de Colombia, si la Jurisdicción Constitucional declara la constitucionalidad de la disposición legal, manteniéndola en el ordenamiento sin efectuar ninguna aclaración, está admitiendo la permanencia de una disposición legal cuyas normas tienen ciertas interpretaciones que son contrarias a la Constitución, afectando su supremacía así como su integridad; en cambio si la declara inconstitucional y la retira en su integridad, está apartando del ordenamiento jurídico una disposición legal cuyas normas, en parte y sobre la base de la interpretación, son conformes a la Constitución, en cuyo caso la jurisdicción constitucional se estaría extralimitando en sus funciones, pues estaría anulando, por tanto retirando del ordenamiento, normas que no vulneran la Constitución. (…)”. (RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Procesos Constitucionales en Bolivia”. Págs. 92-93). (el subrayado y cursiva me corresponden)


� RIVERA SANTIVAÑEZ, José Antonio. “JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. Procesos Constitucionales en Bolivia”. Págs. 94-95. Al respecto, según expone el autor NOGUEIRA ALCALÁ:     “Las sentencias interpretativas o de interpretación conforme a la Constitución se fundan en la distinción realizada por la jurisprudencia italiana entre enunciado normativo o texto normativo y la norma que es aquella que deriva del texto vía interpretación constitucional. Los Tribunales Constitucionales para atenuar los efectos de la declaración de inconstitucionalidad de los preceptos legales, lo que puede producir importantes desajustes del sistema institucional, han desarrollado una modalidad de sentencias denominada de interpretación conforme a la Constitución, la que evita declarar la inconstitucionalidad de los preceptos legales impugnados, cuando pueden tener en algún sentido una interpretación armonizable con el texto constitucional, descartando todas las demás hipótesis interpretativas como contrarias a la Constitución, señalando así el único sentido en que la norma legal es conforme a la Constitución. Ello es posible gracias a la distinción entre el enunciado normativo y la norma que se deriva de la misma vía de interpretación constitucional. Este tipo de sentencias de interpretación conforme a la Constitución buscan respetar, hasta donde sea posible, el principio de conservación de las normas. Estas sentencias son declarativas en la medida que el Tribunal Constitucional devela una interpretación de la norma jurídica que existía desde el momento en que se generó el precepto legal, aun cuando no estuviere todavía explicitado. La sentencia rechaza así la inconstitucionalidad de la norma (enunciado normativo), determinando algunas veces en su parte resolutiva o dispositiva el razonamiento básico desarrollado con el objeto de que este adquiera también carácter vinculante y erga omnes, mientras en otros casos se mantiene dicho razonamiento en la parte motiva.” (NOGUEIRA ALCALÁ, Humberto. Consideraciones sobre las Sentencias de los Tribunales Constitucionales y sus Efectos en América del Sur. Ius et Praxis. [online]. 2004, vol.10, no.1 [Artículo citado en fecha 22 Diciembre 2007], p.113-158. Se encuentra disponible en World Wide Web: <� HYPERLINK "http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S071800122004000100005&lng=es&nrm=iso&tlng=es" ��http://www.scielo.cl/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S071800122004000100005&lng=es&nrm=iso&tlng=es�>. ISSN 0718-0012.) (el subrayado me corresponde)


� Sobre éste tema de la Inconstitucionalidad por Omisión, es importante rescatar y poner de relieve la fructuosa y loable labor que ha realizado el Tribunal Constitucional de Bolivia, puesto que si bien no existe disposición legal expresa que lo autorice para conocer ésta clase de cuestiones que, en la legislación boliviana existen abundantemente, sin embargo, y en ejercicio de sus legítimas atribuciones ha desarrollado éste instituto por vía jurisprudencial; así por ejemplo, sobre la competencia del Tribunal Constitucional para conocer recursos de inconstitucionalidad por omisión, en la SC 0066/2005, de 22 de septiembre se ha señalado: “El 54 de la LTC, que desarrolla el art. 120 de la CPE, establece que 'El recurso directo o abstracto de inconstitucionalidad procederá contra toda ley, decreto o cualquier género de resolución no judicial, contraria a la Constitución Política del Estado como acción no vinculada a un caso concreto'. De esto se infiere que el control de constitucionalidad que la norma fundamental del país le encomienda al Tribunal Constitucional, está referida a la sujeción, por parte del legislador, a las normas, principios y valores de la Constitución, tanto en el proceso de creación de las normas como sobre el contenido de las mismas. Esto significa que cuando el legislador no desarrolla el instituto constitucional que de manera precisa y concreta le impone la Constitución o desarrolla el mismo de manera deficiente o incompleta, de tal manera que el mandato constitucional se torne ineficaz o de imposible aplicación por causa de la omisión o insuficiente desarrollo normativo, el Tribunal Constitucional tiene atribuciones para hacer el enjuiciamiento de constitucionalidad de tales actos; disponiendo, en su caso, que el legislador desarrolle la norma constitucional que de manera obligatoria y concreta le impone la Constitución, lo que no puede darse cuando se trata de normas constitucionales programáticas. Consiguientemente, corresponde establecer si el precepto constitucional denunciado como vulnerado por el legislador ordinario contiene un mandato expreso al legislador para que desarrolle tal enunciado constitucional.”. (continúa en la sgte. página)


Precisando aún más el entendimiento anterior, en la SC 0032/2006, de 10 de mayo de 2006, se ha establecido que: “Se alude a la inconstitucionalidad por omisión cuando el comportamiento inconstitucional no se traduce por actos, sino por abstinencia de conducta. En otras palabras, este tipo de inconstitucionalidad, sobreviene cuando el órgano que, conforme a la Constitución Política del Estado, debe hacer algo, se abstiene de cumplirlo; o, más claramente, la inconstitucionalidad por omisión consiste en la falta de desarrollo por parte del Poder Legislativo, durante un largo período, de aquellas normas constitucionales de obligatorio y concreto desarrollo, de forma tal que se impide su eficaz aplicación. Conforme sostiene José Julio Fernández Rodríguez (en La Inconstitucionalidad por Omisión, Civitas, Madrid, 1998, pág. 31), todo texto constitucional se ve en la imposibilidad de agotar todas las materias que son objeto de tratamiento, no sólo por razones fácticas o de conveniencia política, sino, y especialmente, por motivos de orden técnico relativos a la función de la Constitución Política del Estado y a la metodología de su elaboración. Los constituyentes recogen una serie de aspiraciones y anhelos del pueblo, un conjunto de valores e ideas que se traducen en un determinado contenido material en la Ley Suprema. Esta labor tiene como resultado una Constitución Política del Estado integrada por normas de diferente carácter y de distinto tipo, con la consiguiente repercusión en la intensidad de su vinculación. La aludida imposibilidad fáctica y las exigencias de técnica legislativa dan lugar a que el legislador ordinario asuma la necesidad de desarrollar determinados preceptos del Texto Fundamental para, de esa manera, asegurar la eficacia del proyecto constitucional y la concreción del mismo. El primer efecto de esta situación es la aparición en el articulado de la Ley Fundamental, de una serie de normas que generan la concreta obligación de ser desarrolladas por el legislador ordinario para tender a la eficacia plena. Tales normas son los encargos al legislador que no son meras proposiciones declarativas sino que constituyen verdaderas normas jurídicas que necesitan conectarse con otras para originar su efectividad. Sin embargo, se debe discriminar entre las diferentes normas que integran la Ley Suprema para ver en qué casos se puede producir la omisión inconstitucional, pues no todos los preceptos que integran el Texto Básico poseen el mismo carácter, la misma naturaleza, ni tienen que ser necesariamente desarrollados por el legislador ordinario, dado que algunas de ellas deben ser aplicadas en forma inmediata sin disposición inferior que las reglamente, regule o desarrolle.” (el resaltado del texto en negrilla, cursiva y subrayado me corresponden).
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